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Introducción  
 
Paraguay, se ubica en el cono sur de América Latina y del Caribe con una población aproximada 
de 6.459.058, habitantes; el 49,8 %  son mujeres (3.217.688) y  1.254.898 (39 %) residen  en 
áreas ruralesi; la mayoría de las mismas se encuentran el el 32,4 % de familias empobrecidasii. 
 
El Paraguay tuvo un largo periodo dictatorial de más de tres décadas (1954 – 1989) ejercido por 
Alfredo Stroesner. A partir de 1989 se inició el período de transición donde se lograron avances en 
el marco normativo, donde  un hecho relevante fue la Constitución de 1992, que incorporó la 
perspectiva de derechos humanos como garantía para la ciudadanía. Sin embargo durante el 
período de transición siguió gobernando el Partido Colorado (el mismo de la dictadura) y las 
deudas sociales con sectores empobrecidos siguieron profundizándose. En el 2008 se produce  la 
alternancia política a través de una alanza entre varios partidos políticos y movimientos sociales 
que se concreta en la elección de Fernando Lugo. El gobierno Lugo tuvo iniciativas más cercanas 
a reivindicaciones que históricamente fueron ignoradas y se plasmaron en avances importantesiii. 
En junio de 2012, teniendo como fondo la lucha por la tierra, se produce la masacre de Curuguaty, 
donde murieron campesinos y policías. Este hecho fue el detonante del golpe parlamentario 
express, que bajo la figura del juicio político destituyó al Presidente electo Fernando Lugo y asume 
Federico Franco, en un claro quiebre democrático en Paraguay.  Durante los 12 meses que duró 
el gobierno de facto de Franco varias conquistas o avances que se lograron en el terreno social 
fueron paralizadas o desarticuladasiv. 
 
La Constitución Nacional de 1992 garantiza la igualdad entre todas las personas y 
específicamente entre mujeres y hombres, en los artículos 46v y 48vi respectivamente, y en el 
articulo 60vii se establece el derecho a una vida libre de violencia. 
 
El Paraguay, es uno de los países que más instrumentos internacionales ha firmado y ratificado, lo 
que no  necesariamente garantiza el cumplimiento de los mismos. Dentro del sistema de las 
Naciones Unidas, se ha adherido a la Declaración Universal de Derechos Humanos, a los Pactos 
Internacionales de Derechos Civiles y Políticos -PIDCP- y al de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales -PIDESCviii. 
 
Asimismo el Paraguay firmó y ratificó: 

 Convención Internacional sobre Eliminación de Todas las Fornas de Discriminación contra la 
Mujer -CEDAW- y al Protocolo Facultativo de este instrumento jurídicoix, 

 La Convención Internacional de los derechos del Niño y la Niña (CDN)x, 

 La Convención sobre Derechos Políticos de la Mujerxi, 

 El Protocolo de Palermo para la prevención, el combate y la sanción de la trata de personas, 
especialmente de mujeres, niñas y niños, que complementa la Convención de NNUU contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional (Ley Nº 2.396/04),  

 Convenio N° 156 sobre Igualdad de Oportunidades y Trato entre trabajadores y trabajadoras 
con responsabilidades familiares de OIT (Ley No 3338/2007),  

 Convenio N° 189 sobre trabajo decente para las trabajadoras y trabajadores domésticos (Ley 
4819/2012).  

 
El Paraguay adhiere a la Plataforma de Acción de Beijing (1995) y el Consenso de Brasilia de la 
Undécima Conferencia Regional sobre la Mujer para América Latina y El Caribe realizada en el 
2010. 
 
También en el sistema de la Organización de Estados Americanos (OEA), Paraguay firmó y 
ratificó: 

 La Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica)xii 

 La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer (Convención de Belém do Pará)xiii 
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En cuanto al marco jurídico nacional, se puede citar la Ley 1/90 “Reforma Parcial del Código Civil”, 
que después de una intensa lucha del movimiento de mujeres y feminista estableció la igualdad 
jurídica entre mujeres y hombre, la Ley 1600/2000 “contra la Violencia Doméstica, que define 
medidas  cautelares a favor de las víctimas de violencia y el Código Penal.  
 
En el año 2012, la Secretaria de la Mujer adquiere status de Ministerio a través de la Ley N° 
4675/12, y en el mismo año se ha promulgado la Ley integral contra la trata de personas N° 
4788/12.  
 
Es relevante destacar, de modo a contextualizar este informe, dos hechos del ámbito político que 
repercutieron a nivel de la implementación de acciones, programas, planes y políticas; por un lado 
el golpe parlamentario que destituyó a Lugo en junio de 2012, y por otro las elecciones generales 
de este año. El primer hecho incidió para que muchas de las acciones iniciadas por el gobierno 
Lugo se paralizaran y el acceso a información que antes era pública, se vio limitada como una 
forma de invisibilizar los avances que se lograron con el gobierno Lugo. Asimismo, la asunción de 
un nuevo gobierno en Agosto de 2013, hecho muy reciente no permite aún el acceso a las 
estrategias o planes del gobierno Cartes con relación a las políticas dirigidas hacia las mujeres; si 
bien resulta llamativo que la nueva Ministra no proviene ni tiene vinculación con el movimiento de 
mujeres o feminista del Paraguay. 
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1.  Autonomía económica e igualdad en la esfera laboral  
 

En general no se cuenta con políticas públicas para abordar la autonomía económica y esta vacío 
se evidencia aún más cuando se aborda la situación de las mujeres, ya que las iniciativas que se 
tienen constituyen acciones aisladas y no se tiene perspectiva de género. Un gran logro constituye 
la inclusión de las mujeres trabajadoras domésticas remuneradas en  el sistema de seguridad 
social. 

 
1.1 Participación y regulación laboral de las mujeres 

 
Paraguay no cuenta con políticas activas de empleo. “Ningún ministerio tiene como eje misional, 
como objetivo institucional, generar políticas de empleo. Existe un vacío en ese sentido, y 
depende de liderazgos dentro de las instituciones públicas, de personas que tengan formación 
profesional y sensibilidad respecto al tema, para incorporar, por ejemplo, el reconocimiento del 
valor del trabajo no remunerado. Si se crea el Ministerio del Trabajo, como se está diciendo ahora, 
es posible que esta área sea asumida institucionalmente por el Estado”xiv. 
 

1.2 Participación de hombres y mujeres en el mercado laboral 
 
El análisis del avance de la autonomía económica de la mujer a partir de las políticas, medidas o 
estrategias estatales, desde la mirada de las referentes entrevistadas no es alentador, aunque se 
reconocen algunos logros: “El avance más significativo en términos de autonomía económica es la 
ley de trabajo doméstico y la ampliación de la cobertura de IPS a las trabajadoras domésticas. Sin 
embargo, la dimensión económica tiene el vacío en cuanto a políticas de empleo, la política 
agrarias requiere de incorporación de perspectiva de género, y la política social necesita ser 
fortalecida e incorporar políticas de cuidado y no seguir considerando a las mujeres como 
principales responsables de las Unidades de Salud de la Familia, de Tekoporä, de la asistencia y 
acompañamiento a sus hijos/as en la educación porque eso le resta posibilidad de ir a trabajar”xv.  
 
“Las políticas de empleo deben incorporar las necesidades particulares de mujeres. A modo de 
ejemplo cabe mencionar que las mujeres jóvenes hoy ya sobrepasan en educación a los hombres, 
pero su tasa de desempleo es el doble. Y es que se generan capacidades que no se convierten en 
oportunidades: hay mucho dinero para formación técnica y laboral, pero a las mujeres, en el 
SNPPxvi y SINAFOCALxvii les enseñan cosas que ya no tienen mercado. Hay política de extensión 
agrícola pero el machismo de los funcionarios públicos deriva en que a las mujeres se les enseñe 
huerta en lugar de producción para la renta. El crédito agrícola tiene una línea que no llega ni al 
10% de las mujeres jefas de hogar de dicho sector agrícola.  Por su parte, el Plan Anticrisisxviii 
expandió el empleo temporal, pero el 95% de los beneficiarios fueron hombres. El crecimiento 
económico no está disminuyendo las brechas socioeconómicas, por lo tanto, menos las de 
género”xix. 
 

 1.2.1 Brecha salarial entre mujeres y hombres 
 
Según datos del Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe, de la 
Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones 
especiales de la EPH de 2011, la brecha salarial entre mujeres y hombres en Paraguay era del 
14% menos para las mujeres (“Corresponde a la proporción del salario medio de las mujeres 
asalariadas urbanas de 20 a 49 años de edad que trabajan 35 horas y más por semana, respecto 
del salario de los hombres de iguales situación”xx). 
 
La misma fuente informa que según la EPH 2010, el porcentaje de mujeres sin ingresos propios 
en Paraguay era de 32,6% frente al 13% de hombres (sobre la base de la población de 15 años y 
más que no percibía ingresos monetarios ni era estudiante). 
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 1.2.2 Cobertura de seguridad social de mujeres y hombres 
 
En relación a la cobertura de seguridad social de mujeres y hombres, no se han encontrado 
para este relevamiento datos desagregados por sexo. Un resumen descriptivo de la situación de la 
seguridad social en Paraguay fue publicado por la Agencia de noticias EFE y difundida en varios 
medios de comunicación nacionales en abril de 2013: “Dos de cada tres trabajadores paraguayos 
no están dados de alta en la seguridad social del país, de la que son beneficiarios apenas el 20 
por ciento de sus habitantes, según fuentes oficiales consultadas hoy por Efe. Con una población 
activa de 3,5 millones de personas, sólo el 18 por ciento de ellas cotizan al Instituto de Previsión 
Social (IPS), que da cobertura a poco más de 1,2 millones de paraguayos, incluyendo cotizantes 
(unos 630.000) y familiares beneficiarios. 
 
Ocho de cada diez empresas no inscriben a sus trabajadores en el IPS, lo que significa que entre 
el 65 y el 70 por ciento de los empleados no tienen cobertura social, informó el coordinador del 
Comité de Reformas Legales del IPS, Pedro Halley. 
 
‘El alto nivel de evasión (empresarial) es debido a la debilidad de mecanismos punitivos, no se 
sanciona bastante, las multas son irrisorias, de una ley que data de los años 50’, dijo la fuente. La 
multa que debe pagar una empresa por no dar de alta a un empleado es de 63.000 guaraníes 
(unos 15 dólares), mientras que los costos sociales que evaden ‘son mucho más altos’, explicó el 
director de Aporte Obrero Patronal del IPS, Pedro Cano. ‘Para colmo, muchas empresas no 
declaran por el salario real de sus trabajadores sino que lo hacen por el salario mínimo’, añadió. 
 
Paraguay tiene uno de los salarios mínimos más altos de América Latina, casi 1,66 millones de 
guaraníes o 400 dólares, pero el salario medio apenas supera esa cantidad y ronda los 1,86 
millones de guaraníes (448 dólares), según datos de la Dirección de Estadísticas. Cada empleado 
por cuenta ajena debe cotizar con un 9 por ciento de su salario bruto al IPS, mientras la empresa 
asume un 16,5 %. 
 
Creado en 1943, la ciudadanía empezó a apreciar un funcionamiento decente del IPS sólo durante 
el mandato del destituido Fernando Lugo, que amplió su cobertura a colectivos como artistas y 
maestros. El IPS provee cobertura de servicios médicos, así como de jubilaciones y pensiones, 
pero no cuenta con prestaciones por desempleo como los sistemas europeos. El personal 
domésticoxxi y el rural, los llamados trabajadores independientes que pagan impuestos pero no 
reciben prestación, los profesionales autónomos, trabajadores estacionales, miembros de 
pequeñas empresas y artesanos quedan fuera de la cobertura del Instituto. 
 
Existe un proyecto de ley que prevé extender la cobertura jubilatoria a estos sectores 
(aproximadamente 1,1 millones de personas) y que fue aprobado en septiembre de 2012 por la 
Cámara de Diputados, pero aún espera la sanción del Senado. 
 
Según Cano, el sistema recauda anualmente unos 3.360 millones de guaraníes (unos 800 
millones de dólares), de los que dedica sólo el 9 por ciento a cobertura sanitaria. Halley consideró 
el sistema de salud actual ‘un caño roto’ e ‘insostenible’, porque no hay reservas previstas como 
en el de fondo de pensiones y jubilaciones del IPS. El director de Aporte Obrero reivindicó un 
cambio de legislación para que se puedan ‘cruzarse datos entre los ministerios de Industria, 
Hacienda y Justicia con el IPS’, y así realizar un auténtico control de la actividad empresarial en el 
país”xxii.  
 
Es importante visibilizar la “discriminación en la extensión del seguro de IPS al cónyuge de la 
mujer: la ley permite que toda persona inscripta en el IPS incluya a su grupo familiar; cónyuge, 
hijos e hijas menores de 18 años y si se trata de personas discapacitadas mientras dure la 
incapacidad, alcanzando incluso a cubrir al padre y/o madre mayores de 60 años que vivan bajo la 
protección de la persona asegurada. Esta posibilidad de ampliación en general está disponible 
para las personas aseguradas y son éstas las que pagan el plus establecido en la ley para ampliar 
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la cobertura. No obstante, cuando la persona asegurada es mujer y ésta quiere inscribir a su 
cónyuge, la ley exige una prueba de que el mismo es insolvente y depende del trabajo de su 
esposa, reglamentación que no se aplica a la inversa. Esta disposición está basada en 
estereotipos de género, pues considera que el hombre es el sostén del hogar y para acogerse a 
un beneficio de su cónyuge tiene que demostrar su dependencia económica, lo que no se da a la 
inversa porque la ley supone que las mujeres –en general– son dependientes del hombre.”xxiii 
 
Sin embargo, también cabe señalar que “la seguridad social, en general, es redistributiva hacia las 
mujeres porque el personal docente, el personal de blanco, y la extensión de la seguridad social a 
las/os trabajadoras/es domésticos, por ser mayoría mujeres en todos estos empleos, benefició 
particularmente a las mismas”xxiv. 
  

 1.2.3 Tasa de desempleo de mujeres y hombres 
 
La población ocupada y tasa de ocupación por sexo del 2010 al 2012 puede observarse en el 
siguiente cuadro: 
 

Población ocupada y tasa de ocupación por sexo 2010 - 2012 

 2010 2011 2012 

 Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres 
Población 
ocupada 

2.918.736  1.807.766 1.110.970 3.034.771  1.817.999  1.216.772 3.246.904  1.910.271  1.336.633 

Tasa de 
ocupación 

94,3 95,3  92,8 94,4 95,6  92,6 95,1 96,1  93,9 

Elaboración propia en base a datos de EPH 2010, 2011 y 2012, DGEEC
xxv

. 
 

La tasa de ocupación ha aumentado por año y por sexo, siendo sistemáticamente menor la de las 
mujeres. 
 
El desempleo abierto y la tasa de desempleo abierto en los tres años anteriores, por sexo, es 
como sigue:  
 

Desempleo abierto y tasa de desempleo abierto por sexo 2010 - 2012 

Elaboración propia en base a datos de EPH 2010, 2011 y 2012, DGEEC
xxvi 

  
 1.2.4 Mercado formal y trabajadoras domésticas 
 

En 2009 por Resolución 089-012/09 del Instituto de Previsión Social, IPS, se extendió la seguridad 
social a las trabajadoras domésticas de todo el país (antes de ello y desde 1965 sólo gozaban de 
esta prestación las de Asunción). En 2012 Paraguay ratificó, por Ley 4.819, el Convenio No 189 
de OIT relativo al trabajo decente en el empleo doméstico.  
 
El Programa Conjunto Oportunidades, iniciativa que reunió a instituciones del Estado (Secretaría 
Técnica de Planificación de la Presidencia de la República, el Ministerio de Justicia y Trabajo, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República 
hoy Ministerio de la Mujer, el Vice Ministerio de la Juventud, el Ministerio de Educación y Cultura y 
el Ministerio de Hacienda, y a las agencias de Naciones Unidas: PNUD; OIT; ONU MUJERES; 
UNICEF y UNFPA) con la finalidad “ampliar las capacidades y oportunidades económicas de la 
juventud y de las trabajadoras domésticas remuneradas en situación de vulnerabilidad, a través 

 2010 2011 2012 

Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres 

Desempleo 
abierto  

175.571 89.411 86.160 180.739 83.781 96.958 165.539 78.134 87.405 

Tasa de 
desempleo 
abierto 

5,7 4,7 7,2 5,6 4,4 7,4 4,9 3,9 6,1 
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del emprendimiento, la capacitación técnica y laboral, el uso de las remesas y el mayor respeto de 
sus derechos”xxvii, jugó un papel sumamente importante en las acciones vinculadas al trabajo 
doméstico.   
 
Aunque este proceso fue apoyado tangencialmente por el Ministerio de la Mujer, instancias 
públicas, universidades, organizaciones sindicales, de trabajadoras domésticas y organizaciones 
de la sociedad civil (con fuerte liderazgo de una organización no gubernamental) participaron 
activamente en el proceso de  reivindicación del derecho a la igualdad legal de las trabajadoras 
domésticas, y en acciones vinculadas a la comunicación, sensibilización, denuncia de las 
discriminaciones y propuesta de modificación del proyecto de ley elaborado de manera inconsulta 
con las organizaciones de trabajadoras domésticas y presentado por un senador al Parlamento 
Nacional. “Si bien Paraguay fue uno de los primeros países en ratificar el Convenio 189, todavía 
no ha adecuado sus leyes. El Código Laboral establece el 40% del Salario Mínimo para las 
trabajadoras domésticas, no establece un límite de horario de trabajo y tampoco obliga al pago de 
aguinaldo. Las trabajadoras domésticas organizadas vienen trabajando por la modificación de los 
artículos discriminatorios del Código Laboral para alcanzar la igualdad de derechos con todas y 
todos los trabajadores. Recientemente, el senador Derlis Osorio presentó un proyecto de ley que 
regula el trabajo doméstico, cuyo contenido no fue consultado a las organizaciones y tampoco se 
corresponde con sus reivindicaciones. En respuesta, las organizaciones de trabajadoras 
domésticas han elaborado una propuesta de modificaciones de ese proyecto de ley”xxviii. 
 
“Hay una ley sobre trabajo doméstico pero falta muchísimo. No todas las empleadas domésticas 
saben sus derechos; vienen a la ciudad y se encuentran con una cantidad de problemas. Las 
mujeres sostienen este sistema y el trabajo no remunerado o mal remunerado  es lo que genera la 
acumulación, porque el trabajo no pagado o mal pagado de mujeres va a las arcas de los 
patrones: ellos tienen los medios de producción en sus manos y rigen cómo será el juego”xxix.  
  
 1.3  Porcentaje de mujeres y hombres sin ingresos propios 

 
En términos de las medidas reales adoptadas para estimular la participación y regulación 
laboral de las mujeres, independientemente de su edad, raza o etnia y orientación sexual, según 
la Sistematización de la gestión del Ministerio de la Mujer (período 2008 – 2013) “Dejando huellas 
camino a la Igualdad”xxx, dicha cartera de estado ha propiciado las siguientes acciones, entre 
otras: 
 

1. Apoyo a la organización y generación de ingresos propios de mujeres campesinas: a través de 
la capacitación a funcionarios/as de las instituciones públicas que trabajan con el sector 
campesino, desagregación de datos estadísticos de agricultura por sexo, apoyo a 
investigaciones, incorporación de metas de género en la mayoría de los programas del 
Ministerio de Agricultura y Ganadería, fortalecimiento de las instancias organizativas de 
mujeres campesinas (comités, coordinadoras). 

 
2. Acceso a micro créditos específicos para mujeres: línea de micro crédito para población de 

escasos recursos (principalmente mujeres) en Asunción y el Departamento Central. Hasta el 
año 2012, 12.894 mujeres fueron beneficiadas, a través de la Fundación Microsol/Jo- gueraha 
con un desembolso acumulado de 7.050 millones de guaraníes. Del mismo fondo original, en 
el 2011 el Centro de Ayuda Mutua Salud para Todos (CAMSAT7) desembolsó otros 229 
millones de guaraníes a 38 grupos que reunían a 180 personas (156 mujeres y 24 hombres). 
En el 2012 se beneficiaron 112 mujeres y 20 hombres con más de 4.000 operaciones de 
crédito. 
 

(…) “en términos de política pública los nuevos productos financieros incorporados a la cartera del 
Crédito Agrícola de Habilitación (CAH) fueron también relevantes y tienen más posibilidades de 
ser sostenibles. En Convenio con el Ministerio de la Mujer en el 2010, el CAH ha diseñado y 
puesto en ejecución una política institucional denominada “Inclusión financiera con énfasis en 



12 

género” que acompaña un nuevo producto: “Mujer emprendedora” con el propósito aumentar el 
acceso de las mujeres a la cartera de créditos. El nuevo enfoque de la política fue complementado 
con herramientas de gestión y capacitación del personal para dar respuestas adecuadas a la 
inclusión financiera de las mujeres, y con una estrategia específica de contrataciones para 
incorporar a mujeres como agentes de crédito.  
 
En el 2012 la cartera de créditos del CAH sumó 156 mil millones de guaraníes. Los desembolsos 
para inclusión financiera representan un 6% del total, y en clientes un 17%. De este total, el 
Producto Mujer Emprendedora representó el 3% de los desembolsos y el 5% en la cantidad de 
clientes. Entre los 12 productos que ofrece el CAH, según los montos desembolsados, el nuevo 
producto Mujer Emprendedora ocupa el 4to lugar, después de los productos tradicionales del 
CAH: Proagro e inversión productiva y del producto Petro CAH para financiar la caña de azúcar. 
Según los nuevos clientes, hasta mayo del 2012 de un total de 10.474, el 47% fueron de los 
productos de inclusión financiera: Banca Comunal 28%, Mujer Emprendedora 15% y Juventud 
Emprendedora 4%. En estos tres productos las mujeres hacen un 79% de nuevas clientas. 
 
La ‘Banca Comunal’ es un producto anterior ofrecido por el CAH a organizaciones de pequeños 
productores, que también tiene una alta participación de mujeres. (…) Los montos de los créditos 
son bajos, y el grupo asume obligaciones solidarias. Esta modalidad de crédito ha de- mostrado 
tener una muy baja tasa de morosidad (0.1% de las tasas presentadas en otros productos) y una 
alta participación de mujeres.  
 
En el Programa de Inclusión financiera durante el año 2012 se han desembolsado 8.445 millones 
de guaraníes, de los cuales 42.9% fueron para la línea Mujer emprendedora, 41.6% para Bancas 
comunales y 15.6% para Juventud emprendedora”xxxi.  
 
El mismo documento señala la realización de capacitación en generación de microempresas, 
administración y comercialización a mujeres privadas de libertad, y la constitución de 9 
microempresas en el marco de un modelo de reintegración social de mujeres víctimas de trata y 
violencia intrafamiliar. 
 
El Ministerio de la Mujer menciona también la provisión de maquinas industriales para la 
confección a comités de mujeres, la promoción de productos de mujeres artesanas y la promoción 
de la artesanía de mujeres indígenas para el mejoramiento de sus ingresos.  
 
Frente a los avances enunciados por el Ministerio de la Mujer, se plantean los siguientes 
problemas y tensiones a resolver:  
 
“La situación actual del tema empleo está influenciada por el gobierno que tenemos ahora, que 
quiere convertir el Estado en empresa. Eso puede llevar a vaciar el campo de familias 
campesinas. Con el golpe del 2012, el Consenso de Brasilia se ha olvidado, no es prioridad. Los 
que asumieron hicieron nuevos convenios: con Monsanto, con Rio Tinto.”xxxii 
 
En relación a las políticas de empleo para mujeres según su zona de residencia, la dirigente de la 
Coordinadora Nacional de Mujeres Rurales y Indígenas, CONAMURI, plantea que “En el campo 
hay una realidad y en la ciudad otra.  En el campo nunca hubo trabajo pagado mensualmente ni al 
varón ni a la mujer. Es un ciclo de trabajo agrícola, o con animales menores: se le cría al chanco, 
se le alimenta, y se le vende luego, si se puede. Eso no resuelve su problema económico, pero se 
va empoderando aunque sea porque decide qué comprar para su familia. La organización, ser 
parte de un comité, le ayudan muchísimo en ese proceso, en que va teniendo mayor libertad para 
decidir sobres los ingresos que recibe por el trabajo realizado. En la ciudad es otra cosa: la mujer 
va al empleo doméstico, a las calles o fábricas, a las oficinas. Es otro mundo y otra la forma de 
vida y de adquirir autonomía sobre sus ingresos y su cuerpo. En la ciudad, el tener autonomía 
sobre sus ingresos también le da posibilidad de pensar qué hacer de sí misma, de decidir sobre su 
cuerpo, su vida, sus ideas, qué quiere estudiar. Es más independiente, pero también hay 
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discriminación, igual sufre de violencia física, más que en el campo inclusive, pero en el campo es 
violentada en sus derechos. La autonomía económica le dará a la mujer la potencialidad para 
intervenir y ejercer sus derechos. La dependencia económica genera otro tipo de 
dependencias”xxxiii. 
 
Los programas de transferencias condicionadas vigentes, deberían incluir la perspectiva de 
género y contribuir a la autonomía económica de las mujeres. Existen tres Programas de 
Transferencia Condicionada, PTC. Uno de ellos, Abrazo, ya descrito en el apartado sobre políticas 
de cuidado.  Los otros son: 

 Tekoporâ: Creado en 2005 por decreto presidencial y gestionado por la Secretaria de Acción 
Social, SAS. “Se focaliza sobre poblaciones vulnerables que viven en extrema pobreza con 
una atención especial a mujeres embarazadas, niños y niñas, adultos mayores, comunidades 
indígenas y personas con alguna discapacidad. En 2011, su cobertura era de 115.960 
hogares. El principal objetivo de Tekoporâ es romper la reproducción intergeneracional de la 
pobreza y ofrecer protección social a los adultos mayores o a las personas con 
discapacidad”xxxiv. Se sustenta en transferencias bimensuales para mejora de la nutrición de 
la primera infancia junto con promoción de la lactancia materna, y para educación y salud, 
condicionada por la asistencia a la escuela en un mínimo del 85% de asistencia, a centros de 
salud, controles de vacunas y controles pre y postnatales en el caso de las embarazadas. 
Implica además visitas regulares de agentes del programa para verificar el cumplimiento de 
las corresponsabilidades, informar y orientar a las familias sobre condiciones de habitabilidad, 
hábitos de higiene, acceso a la salud y a la alimentación, así como sobre la oferta pública de 
servicios.  

 Ñopytyvô: “Creado en 2005 por el mismo decreto presidencial que creó el programa Tepokorâ. 
Está coordinado por la SAS y financiado por recursos nacionales. Ñopytyvô es un programa 
de transferencias condicionadas focalizado en las comunidades indígenas y campesinas de la 
región de Alto Paraguay con un enfoque especial en las comunidades Maskoy viviendo tanto 
en zonas urbanas como rurales. Los beneficiarios del programa son familias con niños y niñas 
menores de 14 años y/o mujeres embarazadas en situación de extrema pobreza. La 
corresponsabilidad de los beneficiarios consiste en una mejora de los hábitos de nutrición, 
educación y salud. También tiene un componente de trabajo comunitario (es decir 
construcción de una huerta comunitaria y limpieza de los barrios). La SAS indica que el 
programa cubre a 700 familias (3.774 personas, de las cuales un tercio tiene hijos menores de 
12 años). Cabe destacar que 215 familias del programa pertenecen a la comunidad 
Maskoy”xxxv.  
 

A principios de 2012 empezó el desarrollo del Sistema Sâso Pyahu: “Como parte de la Política 
Pública para el Desarrollo Social 2010/2020 ‘Paraguay para todos y todas’ tiene como objetivos 
mejorar la eficacia de las políticas de protección social y expandir su cobertura con el propósito de 
mejorar los aspectos multidimensionales de la pobreza e indigencia. (…) se centra en la reducción 
de la vulnerabilidad de la población que vive en situaciones de pobreza y extrema pobreza. (…) 
Pretende reforzar los programas ya existentes de protección social, con el fin de garantizar la 
oferta pública de servicios y bienes para la población más vulnerable, de forma que les ofrece un 
acceso preferencial a dichas prestaciones estatales. Otro de sus objetivos es mejorar la 
coordinación y gestión de las diferentes instituciones responsables de los servicios sociales como 
la SAS, el Ministerio de Educación y Cultura y el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, 
junto con el aumento del gasto en protección y promoción social. Está coordinado por el Gabinete 
Social de la Presidencia de la República, pero incluye la participación de ONG y empresas 
privadas. El programa pone un enfoque particular en el papel de las municipalidades y los 
gobiernos locales con la idea que la descentralización ofrece un mayor control de la acciones del 
programa a través de un conocimiento más exhaustivo de las necesidades básicas de la población 
local”xxxvi.  
 
“Tekoporä podría considerarse como un PTC que ha contribuido en alguna medida a la autonomía 
económica de la mujer, porque les entrega recursos. Si bien es cierto que reproduce o fortalece 
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los roles tradicionales de las mujeres (crítica que ha hecho el feminismo al enfoque de las 
transferencias monetarias condicionadas e América Latina), también lo es que cualquier recurso 
económico que ingresa bajo su administración, le da poder de negociación al interior de hogar.  Es 
una política que no tiene perspectiva de género, pero que aún así contribuye al empoderamiento 
económico de la mujer”xxxvii. 
  

 1.4  Vida laboral y responsabilidad familiar en relación al Convenio 157   
  de OIT 
 

Paraguay no ha implementado políticas orientadas a conciliar la vida laboral con las 
responsabilidades familiares según Convenio 156 de OIT, ratificado por el país en 2007. Algunos 
esfuerzos, muy puntuales, fueron el seminario y acciones subsiguientes sobre uso del tiempo, 
desarrollado por el Ministerio de la Mujer, “como estrategia para llamar la atención sobre la doble 
jornada de mujeres y la necesidad de que participen hombres en el trabajo reproductivo, y talleres 
de la Dirección de Promoción Social de la Mujer Trabajadora con organizaciones sindicales, 
empresas y apoyo de la Federación Paraguaya de la Producción y el Comercio, Feprinco, pero 
estas iniciativas fueron absorbidas por otras en función al Convenio 189”xxxviii. 
 
 “Al contrario de lo que establece el convenio 156, el programa Tekoporä de transferencia con 
corresponsabilidad lo que hizo fue reforzar los roles tradicionales de las mujeres, igual que las 
Unidades de Salud de la Familia que, cuando tienen que vacunar a las y los niños, recurren a la 
madre y no al padre, como responsable de los hijos”xxxix. 
 
 
En relación al cumplimiento del Consenso de Brasilia en esta línea de acción, Magui Balbuena 
expresó que “el acuerdo firmado está pero no se traduce en la realidad, y la gente no sabe que 
existe, por lo tanto no puede exigir. Desde el Ministerio de la Mujer es poco lo que se puede hacer, 
porque ellas no trabajan con organizaciones de mujeres; no tienen interés en canalizar acciones 
que podrían ser mucho más eficientes si hubiera alianza.  Los gobiernos se hacen  los olvidadizos 
y no cumplen los acuerdos internacionales”. 
 
El Estado tiene que cumplir las normas pero son las organizaciones las que presionan para el 
cumplimiento de los derechos.  
 
Un ejemplo de acuerdo que no se cumple es el de terminar con el hambre. Pero ante eso qué 
hacen desde el Ministerio de Agricultura: propaganda, y terminan ahí, invierten en grupos que 
responden a sus intereses, y no son organizaciones formadas con conciencia, con interés y 
responsabilidad. Son grupos formados por ellos para que les avalen sus planteamientos y 
programas, pero que no tienen planteamientos profundos de transformar la situación para que se 
resuelvan los problemas. Nunca se toca la parte de estructural del problema, sino que se dan 
respuestas mínimas, migajas, pequeños beneficios coyunturales, matafuegos. Se necesita 
plantear la solución desde otra mirada, con planificación, capacitación, inversión y cambio de 
conciencia de la gente: no acostumbrarse a pedir, pedir y pedir cuando tienen hambre, porque eso 
genera dependencia y desvalorización de la dignidad de las personas”xl. 
 
  

 1.5  Derecho al cuidado bajo la noción de prestación compartida 
  

 1.5.1 Existencia de servicios sociales públicos y/o privados en relación a  
  atención a: niños/as; personas adultas mayores; personas con  
  discapacidad y personas con enfermedades terminales 
 

El Paraguay no cuenta con políticas universales de cuidado “y sin políticas de cuidado no hay 
empoderamiento económico de las mujeres”xli.   
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El debate público acerca de este tema se ha iniciado recién en los dos últimos años: En febrero de 
2012 se realizó el Seminario Internacional sobre Protección Social, Cuidados e Igualdad de 
Género, organizado por la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República, ONU Mujeres 
y el Centro de Documentación y Estudios (CDE). Este Seminario propuso el debate público sobre 
el tema de los cuidados y su relación con los sistemas de protección social y la igualdad de 
género. (…) y dio paso posteriormente (…) a dos Mesas Técnicas con funcionarios del Estado que 
aportaron experiencias y conceptos para elaborar las bases de una política de cuidados con 
perspectiva de género en Paraguay, articulada al Sistema Sasô Pyahu, de Protección Social.”xlii   
 
Como continuidad de esta iniciativa, el Ministerio de la Mujer presentó el Diagnóstico de la 
situación de las políticas y/o acciones de políticas públicas relativas a los cuidados en el Paraguay 
y la estrategia para la construcción y desarrollo de una política de cuidados en el país, elaborado 
por la experta Dra. Karina Batthyany. Esta acción se dio en el marco del cumplimiento del 
Convenio Interinstitucional entre el Ministerio de la Mujer y las universidades nacionales, que 
plantea la elaboración y ejecución de programas y acciones conjuntas, y del Plan de Igualdad de 
Género y Educación Superior (IGES) que establece entre otras acciones “Generar análisis 
nacionales y actualizados, sobre la transversalidad de género en temas específicos, que facilitarán 
entre otras cosas la producción de herramientas de análisis y de planificación de políticas 
públicas”. 
 
En términos de políticas de cuidado, sólo existen acciones puntuales tanto de organizaciones 
públicas como privadas. En el primer caso, las acciones se sustentan más bien en liderazgos 
institucionales que inician líneas de acción en el marco del cuidado (como el Programa Abrazo en 
la Secretaría Nacional de la Niñez y la Adolescencia, SNNA, o el Operativo Abrigo de la Secretaría 
de Emergencia Nacional, SEN) pero que no tienen continuidad cuando hay cambios de 
autoridades. “Son acciones ultrafocalizadas, pequeñísimas, la mayoría de ellas sólo en Asunción. 
No se puede hablar de políticas universales de cuidado, ni siquiera de políticas generales en 
Asunción. Y lo poco que tenemos es tremendamente desconocido; la gente cree y dice que no se 
hizo nada, que lo que se hizo no sirve para nada”.xliii 
 
En el segundo caso, el de acciones de organizaciones privadas, “las organizaciones privadas de 
caridad, aún desde enfoque muy conservadores o liderados por personas muy conservadoras, 
prestan un servicio sumamente relevante, realizan un gran trabajo (como lo son las experiencias 
del comedor Mitä Raity de Sara Servián o la Fundación San Rafael que administra un centro para 
enfermos crónicos y terminales, asilos, una escuela, una granja para enfermos de sida, entre 
otros, a partir del liderazgo del padre Aldo Trento) y movilizan voluntades a favor de sus obras.  
Hay tal orfandad institucional en Paraguay que estas iniciativas son sumamente importantes 
porque es lo que hay”.xliv 
 
En relación al sector empresarial, “hay una expansión de los servicios de guardería (más antiguos 
por partir del derecho laboral): cumplen la normativa las empresas formales en una economía 
altamente informal. Experiencias como la del Gobierno Filizzola en la municipalidad de Asunción 
en  los ’90 propició el tema de guarderías y hombres y mujeres vieron que las necesitaban, 
funcionó, pero ello no se pudo instalar por barrios articulando sector privado y comunidad”xlv. 
 
Por otra parte, las iniciativas vinculadas al cuidado, cuando existen, no incorporan, en la mayoría 
de los casos, el enfoque de género: “las acciones existentes, principalmente en el campo del 
cuidado infantil, se sustentan en enfoques educativos y de atención a la infancia, pero sin 
articulación con la perspectiva de igualdad de género, ni con las necesidades de conciliación de 
responsabilidades familiares y laborales”xlvi. 
 
Ello se percibe también en el interés que pone el Estado en definir qué o cuál es el núcleo familiar 
según el costo de las prestaciones que otorga: “Cuando se trata de que alguien de la familia 
acerque a un niño/a con discapacidad a uno de los servicios, lo que le interesa al Estado es que 
esa persona con discapacidad llegue al servicio y lo use, no se fija en quién le acerca, quién en el 

http://www.mujer.gov.py/
http://www.unwomen.org/es/
http://www.uam.es/ss/Satellite/es/1242650818156/1242651697709/generico/generico/Centro_de_Documentacion_y_Estudios._CDE_Paraguay..htm
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núcleo familiar se hace cargo. Sin embargo, cuando se trata de transferencia condicionada, de 
adjudicar un lote, vivienda o servicios de IPS, que son prestaciones caras, tiene muchísimo 
cuidado en definir qué es el núcleo familiar, allí es mucho más restringido porque se extiende el 
derecho”xlvii. 
 
Se informa a continuación acerca de la existencia de servicios sociales públicos y/o privados en 
relación distintos beneficiarios/as, con énfasis en los primeros y en los surgidos en los últimos 4 
años. Estos servicios no parten en muchos de los casos de la perspectiva del derecho al cuidado 
ni de la noción de prestación compartida entre el Estado, el sector privado, la sociedad civil y los 
hogares, y menos aún de la noción de prestación compartida entre hombres y mujeres. 
 

 Servicios de atención a niños/as: 
 

En el sector educación, la educación inicial abarca a niños y niñas de 0 a 5 años, correspondiendo 
la etapa maternal al rango de 0 a 2 y la etapa de  pre jardín, jardín (3 y 4 años) y la etapa pre 
escolar a los 5 años (64% de cobertura). Las modalidades son  la escolarizada o formal y la no 
escolarizada o no formal, “que propone una implementación a través de una gestión no 
escolarizada, descentralizada y no articulada al sistema nacional de educación obligatoria”xlviii. Los 
servicios educativos están ofrecidos por instituciones de gestión oficial, privada y privada 
subvencionada. En los últimos años no se ha expandido la educación inicial correspondiente al 
pre jardín y jardín, cuya cobertura es ínfima (menor al 20%) y corresponde en su mayoría a 
instituciones de gestión privada. 
 
Otra iniciativa en el mismo sector son los Centros Integrales de Atención a la Niñez del Programa 
de Educación Básica Bilingüe de Personas Jóvenes y Adultas (PRODEPA), del Ministerio de 
Educación. “El objetivo de estos Centros es contribuir a la reducción de la tasa de analfabetismo 
de mujeres, mediante una metodología específica que remueva una de las causas que dificulta el 
acceso de las mujeres jóvenes y adultas a la educación: El cuidado de sus hijos e hijas, en 
especial de los más pequeños.  
 
Actualmente hay ocho centros integrales en funcionamiento, localizados en Asunción y en los 
departamentos de Cordillera, Ñeembucú, Caazapá y Alto Paraná. La propuesta educativa de los 
centros incluye el trabajo con mujeres y personas adultas, la atención a la educación inicial de 
infantes de 0 a 5 años y algunas acciones complementarias, necesarias para poder cumplir con 
los objetivos educativos: Atención de la salud de madres e hijos/as, alimentación, gestión de 
documentos de identidad, entre otras”xlix. 
 
El avance más relevante se ha dado en términos normativos con la elaboración, aprobación y 
puesta en marcha del Plan Nacional de Desarrollo Integral de la Primera Infancia 2011 – 2020, 
esfuerzo conjunto y responsabilidad compartida de los ministerios de Educación, Salud y la SNNA, 
presentado en 2011, y cuyos ejes estratégicos son: Calidad de vida para la primera infancia, 
protección e inclusión social de la primera infancia, protección legal a la primera infancia, 
comunicación y movilización social a favor de la primera infancia y fortalecimiento institucional del 
SNPPINA. Otro logro en términos normativos ha sido la sanción de la Ley Nº 4088/2010 de 
Gratuidad de la Educación Inicial y Media. 
 
En el sector protección de la niñez existe el Programa Abrazo cuyo objetivo apunta a la 
disminución progresiva del trabajo infantil en calle y a la superación de la pobreza partiendo del 
ejercicio de los derechos a la salud, la educación y la protección familiar a los niños y niñas que 
realizan alguna actividad económica, mediante una ayuda económica mínima a padres y madres 
de las y los niños, y el funcionamiento de centros de diferentes características que reciben 
diariamente a las y los niños. “El programa incluye corresponsabilidades como el mejoramiento de 
la nutrición y salud infantil a través visitas regulares a centros médicos. Los niños y niñas tienen 
que cumplir, por lo menos, un 85% de asistencia a la escuela y está prohibido que trabajen. 
Abrazo también estableció un componente llamado BANSOCIAL que suministra alternativas a los 
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ingresos generacionales para las familias a través de facilidades de microcrédito y ayuda a la 
inserción laborall”. “Abrazo es un programa nacional para la disminución progresiva del trabajo 
infantil que suma los componentes de: calle, familia, centros y redes de protección. Se realiza el 
monitoreo de 217 focos urbanos con educadores de calle que observan y registran las horas de 
permanencia de los niños y niñas en la vía pública, estableciendo el vínculo para la inclusión al 
Programa y trabajando de cerca con las familias. Los Centros Abiertos están ubicados en zonas 
urbanas, en las cercanías de los lugares donde los niños y niñas trabajan; los de Protección están 
equipados y disponen de recursos humanos preparados para recibir a bebés y niños de hasta 5 
años; y los Comunitarios brindan servicios en los barrios de donde provienen los niños y niñas que 
trabajan en la calle o que están en mayor riesgo de hacerlo”li. Durante el gobierno de Federico 
Franco muchos de los centros de Abrazo dejaron de funcionar o estuvieron en riesgo de ser 
cerrados. 
 
Existe el Programa de Acogimiento Familiar, que en 2012 pasa de depender del Centro de 
Adopciones de la SNNA a la Dirección de Cuidados Alternativos, DICUIDA, de la Secretaría 
Nacional de Discapacidad, SENADIS. 
 
En el sector salud existe los Centro de Bienestar de la Infancia y la Familia (CEBINFA), 
dependientes del Instituto de Bienestar Social IBS del Ministerio de Salud Pública y Bienestar 
Social, y que acogen a niños y niñas de padres y madres trabajadoras brindando atención integral. 
 
En el sector laboral, existen  guarderías generadas tanto desde y en el sector público como en 
empresas privadas, en cumplimiento del Código laboral (que platea la obligatoriedad de 
guarderías a partir de 50 funcionarios/as). En el sector público, estos esfuerzos se dan tanto 
desde el gobierno central como desde gobiernos locales, pero no es una política universal.  
 
Desde la sociedad civil existen numerosos hogares de niños/as, comedores infantiles, 
fundaciones, que atienden a niños y niñas en situación de enfermedad, pobreza, abandono y cuyo 
funcionamiento se sustenta en el voluntariado y las donaciones. Varios de ellos reciben fondos del 
Estado. 
 
Cabe mencionar también la contracara de las políticas de cuidado hacia niños/as: el criadazgo. 
“En Paraguay existen alrededor de 47.000 niños, niñas y adolescentes en situación de criadazgo, 
casi el 14% de todos los niños y niñas trabajadores del país”lii. 
 

 Servicios de atención a adultos/as mayores: 
 
Existen hogares de cuidado de adultos/as mayores de gestión oficial y privada. Los primeros están 
al límite de su capacidad.  El Instituto de Bienestar Social del MSPyBS posee también centros de 
atención diurna y comedores de adultos mayores. 
 
Existe desde el 2008 un Hospital Geriátrico, dependiente del Instituto de Previsión Social, IPS.  
 
En 2010 se inició la política de pensión alimentaria para adultos mayores “con casi mil 
beneficiarios dentro de un plan piloto (…). Hoy, de los 73.589 adultos mayores que reciben este 
beneficio, 2.456 son de comunidades indígenas. Además, se llega a todo el país con un promedio 
de 83 millones de dólares anuales para esta población”.liii 
 

 Servicios de atención a personas con discapacidad: 
 
Un avance en términos de institucionalidad del tema discapacidad es la creación y 
reglamentación, por Ley 4720/12 y Decreto 10514/2013, de la Secretaría Nacional de la 
Discapacidad, SENADIS. 
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“En materia de Educación, se cuenta con una Dirección de Educación para Personas con 
Necesidades Educativas Especiales (DEPNEE) en el Ministerio de Educación y Cultura, que 
Ofrece Programas y servicios en instituciones Educativas de la modalidad de Educación Especial. 
(…) Desde la DEPNEE, a través de los programas y servicios instalados en las instituciones 
educativas, se brinda atención directa a personas que enfrentan barreras para la participación y el 
aprendizaje derivadas de una o más deficiencias estructurales o funcionales.  (…) Los programas 
ofrecidos son: Los Servicios de Atención Temprana (SATs), (…) instalados en espacios físicos 
independientes, en instituciones educativas, en hospitales; cuentan con elementos didácticos 
básicos para la estimulación temprana. El servicio es de carácter público y la atención es gratuita. 
Actualmente estos SAT (Servicio de Atención Temprana) se encuentran instalados y en 
funcionamiento en 4 departamentos del país”liv- Proyecto de Fortalecimiento de los Servicios de 
Atención Temprana Departamental de la República del Paraguay ÑANGAREKO ÑEPYRŨ con 
enfoque biopsicosocial -. 
Existen servicios de rehabilitación en Hospitales Regionales de Caacupé, Coronel Oviedo, Pilar, 
Villarrica y San Estanislao. Son programas de rehabilitación integral que cuentan con 
profesionales voluntarios como fisioterapeutas, nutricionistas, psicólogos y trabajadores sociales. 
 
El Instituto de Bienestar Social brinda asistencia a personas con discapacidad en situación de 
necesidad a través de su servicio de ayuda a domicilio (apoyo con alimentos y psicosocial).  
 

 Servicios de atención a personas con enfermedades terminales: 
 
El MEC tiene en funcionamiento 6 aulas hospitalarias para atención de niños y niñas en situación 
de hospitalización, muchos de los cuales son enfermos terminales. 
 
Algunas iniciativas privadas de caridad prestan cuidados a personas con enfermedades terminales 

como la Fundación San Rafael que posee una clínica para cuidados paliativos de enfermos 
terminales, y la Fundación ASOLEU  que posee el albergue Fausta Massolo para niños y 
niñas con leucemia en tratamiento ambulatorio. 

 
En relación a la responsabilidad del Estado en la generación e inversión en políticas universales 
de cuidado, las referentes entrevistadas enfatizan en su ausencia: “Falta atención y faltan 
programas de estado hacia la sociedad, teniendo en cuenta a las personas que necesitan, por su 
edad, discapacidad, etc., atenciones más especializadas, y mayor inversión. Necesitamos destinar 
recursos para eso: infraestructura, cuidados, atención a la salud. Nuestros gobiernos, en los 
encuentros internacionales acuden y para no pasar vergüenza aceptan cualquier convenio, y 
llegan y ni se acuerdan a lo que fueron a comprometerse”lv. 
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2.  Fortalecer la ciudadanía de las mujeres: 
 
Si bien se han dado avances en ésta dimensión, el acceso a espacios de poder y decisión de 
parte de las mujeres es una asignatura pendiente. El sistema patriarcal y el machismo permean 
las instituciones; aún cuando se han dado pasos en el marco jurídico, en la práctica se encuentran 
obstáculos para  el efectivo y plena garantía de los derechos de las mujeres y esta situación se 
agrava cuando se analiza con detenimiento la ausencia de políticas para sectores como el de las 
campesinas, migrantes, personas trans o las lesbianas. Son tareas pendientes propuestas legales 
presentadas por organizaciones de la sociedad civil como la ley contra toda forma de 
discriminación, que permanece paralizado en el parlamento desde el 2007. Igualmente se ha 
iniciado el proceso de debate y modificación de la ley de acción afirmativa o de cuotas de las 
mujeres en el sistema de justicia electoral.  

 
 2.1  Compromisos internacionales en relación a la igualdad y no discriminación 

 
Paraguay es uno de los pocos países en la región que no cuenta con una ley que penaliza la 
discriminación. La Constitución Nacional de 1992 dispone la prohibición de toda discriminación en 
el artículo 46, pero éste no está aún reglamentado, por lo que su aplicación es casi inexistente en 
la práctica.  
 
En el año 2007 fue presentado un anteproyecto de ley al Parlamento, y se conformó una Red 
contra toda forma de discriminación que impulsa dicha propuesta legislativa. A pesar de la lucha 
de diversos colectivos sociales, dicha propuesta no ha avanzado. 
 
 
El Paraguay, es uno de los países que más instrumentos internacionales ha firmado y ratificado, lo 
que no  necesariamente garantiza el cumplimiento de los mismos. Dentro del sistema de las 
Naciones Unidas, se ha adherido a la Declaración Universal de Derechos Humanos, a los Pactos 
Internacionales de Derechos Civiles y Políticos -PIDCP- y al de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales -PIDESClvi. 
 
Asimismo el Paraguay firmó y ratificó: 

 Convención Internacional sobre Eliminación de Todas las Fornas de Discriminación contra la 
Mujer -CEDAW- y al Protocolo Facultativo de este instrumento jurídicolvii, 

 La Convención Internacional de los derechos del Niño y la Niña (CDN)lviii, 

 La Convención sobre Derechos Políticos de la Mujerlix, 

 El Protocolo de Palermo para la prevención, el combate y la sanción de la trata de personas, 
especialmente de mujeres, niñas y niños, que complementa la Convención de NNUU contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional (Ley Nº 2.396/04),  

 Convenio N° 156 sobre Igualdad de Oportunidades y Trato entre trabajadores y trabajadoras 
con responsabilidades familiares de OIT (Ley No 3338/2007),  

 Convenio N° 189 sobre trabajo decente para las trabajadoras y trabajadores domésticos (Ley 
4819/2012).  

 
El Paraguay adhiere a la Plataforma de Acción de Beijing (1995) y el Consenso de Brasilia de la 
Undécima Conferencia Regional sobre la Mujer para América Latina y El Caribe realizada en el 
2010. 
 
También en el sistema de la Organización de Estados Americanos (OEA), Paraguay firmó y 
ratificó: 

 La Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica)lx 

 La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer (Convención de Belém do Pará)lxi 

 
En cuanto al marco jurídico nacional, se puede citar la Ley 1/90 “Reforma Parcial del Código Civil”, 
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que después de una intensa lucha del movimiento de mujeres y feminista estableció la igualdad 
jurídica entre mujeres y hombre, la Ley 1600/2000 “contra la Violencia Doméstica, que define 
medidas  cautelares a favor de las víctimas de violencia y el Código Penal.  
 
En el año 2012, la Secretaria de la Mujer adquiere status de Ministerio a través de la Ley N° 
4675/12, y en el mismo año se ha promulgado la Ley integral contra la trata de personas N° 
4788/12.  
  

 2.2  Institucionalidad nacional de género 
 
Paraguay ratificó el Protocolo Facultativo de la CEDAW el 14 de mayo de 2001. La Secretaría de 
la Mujer, con rango ministerial hasta el 2012, se transformó en el Ministerio de la Mujer 
inmediatamente luego del golpe parlamentario del 22 de junio de 2012, por Ley Nº 4675 del 25 de 
julio de dicho año, como órgano encargado de la institucionalización de la política de género. Las 
instituciones públicas cuentan con áreas de género o de derechos de las mujeres.  
 

 2.2.1 Desarrollo de materiales en temas de género y datos    
  desagregados 
 

En el Paraguay, la instancia encargada de las estadísticas es la Dirección General de Estadística, 
Encuestas y Censos (DGEEC) de la Secretaría Técnica de Planificación del Paraguay.  Dicha 
Dirección General creó en 2011 la Unidad de Género dentro de su estructura, “con la finalidad de 
asesorar y coordinar la incorporación de una visión de Género en los diferentes operativos de 
captación de datos y en las distintas etapas de la producción estadística, además de promover el 
uso de un lenguaje inclusivo en todas las publicaciones elaboradas por la Dirección General de 
Estadística, Encuestas y Censos, de manera a ofrecer información relevante para la formulación y 
seguimiento de las políticas públicas con perspectiva de Género”lxii. 
 
Las informaciones relevadas desde la DGEEC pueden ser analizadas por sexo, entre las 
principales: los resultados de la Encuesta de Hogares, estadísticas sobre mano de obra, perfil 
educativo de la población en edad de trabajar, pobreza en Paraguay, salud en el Paraguay.  
 
Las preguntas del Censo Nacional de Población y Viviendas 2012 incluyeron actores antes 
invisibilizados como personas con discapacidad, migrantes, afrodescendienteslxiii.  
 
Sin embargo, la débil formación y capacitación relativa a la perspectiva de género de los cuerpos 
técnicos de las instituciones públicas disminuyen la posibilidad de uso de estos datos en el diseño 
e implementación de políticas públicas género-sensitivas. En los últimos años se ha dado un 
esfuerzo en dicha capacitación a partir del Ministerio de la Mujer tanto a través de la capacitación 
interna del funcionariado de dicha cartera de estado (“la estructura del informe del Ministerio de la 
Mujer hoy es por autonomía, y eso implicó un debate interno intenso, superar resistencias 
institucionales -dado que los informes estaban organizados según lo 9 ámbitos de acción de 
Beijing- y finalmente lograr instalar conceptos en el Ministerio”lxiv) como hacia las demás 
instituciones públicas, a través del Curso de especialización de nivel diplomado (FLACSO) dirigido 
a técnicos y técnicas de las áreas de planificación y estadísticas de las distintas carteras de 
estado. 
 
Según la sistematización de la gestión 2008 – 2013 del Ministerio de la Mujer, publicado en mayo 
del corriente año, “entre las acciones priorizadas por el ministerio de la Mujer para el período 
2008-2012 se identifica la necesidad de contar con información empírica confiable y oportuna para 
el diseño, monitoreo y evaluación de las políticas de género (…) en algunas instituciones se 
trabajó internamente para mejorar los sistemas de recolección y registro de sus propios datos, y 
en otros casos se reunió a un conjunto de instituciones para homologar los sistemas de 
información que se registra desde diferentes instituciones sobre un mismo tema: violencia de 
género”lxv. Dicha cartera de estado desarrolló propició los registros desagregados por sexo en las 
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siguientes instituciones púbicas, según autonomías: 

 En relación a la autonomía física: Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, MSPyBS: 
registros de atención a víctimas de violencia de género y salud indígena. Como esfuerzo 
vinculado a la intervención multisectorial se puede señalar el Proyecto del Sistema de Registro 
Unificado de Servicios Prestados a víctimas de Violencia basada en Género (RUVIG)lxvi que 
busca que las instituciones se conecten y puedan acceder y compartir información unificada 
de los casos de denuncias de violencia.  

 En relación a la autonomía económica: Ministerio de Agricultura y Ganadería, MAG, los 
registros relativos a beneficiarios/as de los programas del MAG, del Registro Nacional de 
Agricultura Familiar, (RENAF) y de las y los beneficiarios del Crédito Agrícola de Habilitación, 
CAH: “El caso del MAG es el más emblemático, pues hasta el registro de agricultura familiar, 
RENAF, identifica productores y productoras, sexo de los hijos e hijas, entre otros. El de 
Agricultura Familiar es un cuestionario que llenan las y los campesinos productores hombres o 
mujeres, y es previo al crédito; abrió la puerta luego al crédito agrícola para la mujer 
productora porque saltó en la información recolectada que la cantidad de mujeres que estaba 
trabajando como productora era igual a los hombres, e inclusive en algunos departamentos 
más alta. A partir de ello todos los programas del MAG en el Plan Operativo Anual 2013 tienen 
metas de género”lxvii. 

 En relación a la autonomía en la toma de decisiones: el Tribunal Superior de Justicia 
Electoral, TSJE, registro de participación y representación política. 

 
Los avances en la Secretaría Técnica de Planificación, STP, en términos de desagregación de 
datos por sexo en las metas y productos de la planificación presupuestaria de las Instituciones 
Públicas, y en el Ministerio de Hacienda, MH, en relación a los datos desagregados por sexo en la 
Matriz de Beneficiarios del Sistema de Monitoreo y Evaluación de Programas Gubernamentales, 
son otros logros señalados por el Ministerio de la Mujer en su informe de gestión. 
 
En relación a la autonomía física, en 2012 se realizó el diseño de la Encuesta de violencia 
intrafamiliar (cuya licitación está en curso), “con el objetivo de conocer la incidencia de los hechos 
de violencia de género, sus características y tendencias, a fin de que sean incluidos en la política 
de Seguridad Ciudadana”lxviii. Esta encuesta será aplicada “en el marco del Proyecto Regional de 
Indicadores Estandarizados sobre Convivencia y Seguridad Ciudadana, bajo la Dirección 
Ejecutiva del Instituto CISALVA, de la Universidad del Valle, Cali (Colombia). (…) cubrirá el Área 
Metropolitana de Asunción, y las cuatro ciudades donde fueron habilitados los Centros Regionales 
de las Mujeres: Ciudad del Este, Curuguaty, Pedro Juan Caballero y Filadelfia. Los resultados de 
esta primera encuesta servirán tanto para la generación de indicadores en el tema de violencia 
intrafamiliar basada en género homologados a nivel internacional, como para aplicarlos a la 
política para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres, a nivel 
nacional y de los lugares donde funcionan los Centros Regionales”lxix. 
 
Algunas de las investigaciones e informes relevantes en el ámbito de la autonomía física, 
económica y de toma de decisiones, elaborados por organizaciones de la sociedad civil y 
organismos internacionales, que se constituyen en aportes a la construcción de conocimiento en 
materia de género (ya sea porque indagan sobre el tema género de manera directa o porque 
están diseñados desde un enfoque de género) son: 
 

 Informes de Derechos Humanos en Paraguay, producidos anualmente por la Coordinadora 
de Derechos Humanos del Paraguay, Codehupy (años 2010, 2011, y 2012) 

 Codehupy. Sistema de indicadores de derechos humanos. Con estadísticas de los años 
2010 y 2011lxx. 

 Campaña Latinoamericana por el Derecho a la Educación, CLADE. Consulta sobre la 
educación para la paz, convivencia democrática y derechos humanos. Informe regional. 
Julio, 2013 

 Base Investigaciones Sociales y Sobrevivencia. Demandas al Estado Paraguayo. 
Problemática de la violencia y trata contra las mujeres jóvenes indígenas. 2013. Publicado 
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con apoyo de ONU Mujeres 

 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, (PNUD); Organización Internacional del 
Trabajo (OIT). Informe Nacional sobre Desarrollo Humano 2013: Desarrollo Humano y Trabajo 
Decente. 

 
Con participación de instituciones públicas junto a organizaciones sociales y organismos de 
cooperación internacional, cabe mencionar los siguientes estudios: 
 

 PNUD Paraguay. Nuevas formas de comprender la pobreza: Aportes desde Abaí y Buena 
Vista. Marzo 2011.  Estudio realizado por la Facultad de Ciencias Económicas de la 
Universidad Nacional de Asunción, y publicado por el Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo en Paraguay con el apoyo de la Agencia Española de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo en Paraguay (AECID). 

 Observatorio de Comunicación y Género. Imagen de la mujer en la prensa escrita del 
Paraguay. Elaborado por la Secretaría de la Mujer y el Equipo Feminista de Comunicación, 
integrantes del Comité Interinstitucional del Observatorio, junto con la Secretaría de 
Comunicación de la Presidencia de la República (SICOM), el Centro de Documentación y 
Estudios y el Sindicato de Periodistas del Paraguay.  Análisis de prensa escrita del año 2010 

 Observatorio de Comunicación y Género. Abordaje de la violencia de género en la prensa 
escrita del Paraguay. Julio 2011. Realizado sobre el análisis de prensa escrita del año 2010. 

  
 2.2.2 Estudios del uso del tiempo 
 

El Ministerio de la Mujer, en la sistematización de la gestión antes mencionada, señala que “Como 
parte de la misma estrategia de producción de conocimiento durante el período 2008-2013 se hizo 
un gran esfuerzo por recuperar, publicar y difundir la producción de las mujeres, o de los hombres 
sobre las mujeres, que durante mucho tiempo fue invisibilizada. (…)  
 
En el año 2012 se editaron dos libros más en la colección “La Mujer Paraguaya y el Bicentenario”: 
“Mujeres Campesinas, actoras de la producción y de la soberanía alimentaria” de Elizabeth Duré, 
Jaquelina Ortega y Marielle Palau, y “CEDAW, Comentarios inusuales” realizado conjuntamente 
con la Secretaría de Género del Poder Judicial…”lxxi. La primera obra abordó como uno de sus 
ejes el uso del tiempo en relación a las mujeres rurales.  El estudio, de carácter cualitativo, 
evidencia que para las mismas, no existe diferenciación entre el tiempo libre (casi inexistente), las 
actividades productivas y las reproductivas. Las rutinas diarias de las participantes de la 
investigación tienen una duración de entre 14 y 16 horas, las cuales se inician a las 4 de la 
mañana con las tareas domésticas.  Si las mismas no trabajan en la chacra junto a sus 
compañeros, éstos no visualizan la labor doméstica y desconocen la necesidad de descanso o 
tiempo libre de las mujeres, desvalorizan el trabajo reproductivo. El estudio plantea que son “las 
primeras en levantarse, y las últimas en terminar sus tareas después de servir la cena, y muchas 
veces se ocupan de múltiples tareas a la vez (…)  
 
El uso del tiempo libre del hombre es distinto al uso que realiza la mujer. Aún la oportunidad de 
descanso ofrecido por la costumbre de tomar tereré a la media mañana y a la media tarde, no 
resulta ser un descanso propiamente dicho para la madre de familia, ya que es ella la que prepara 
el tereré (…) las mujeres organizadas utilizan el tiempo libre para participar en reuniones o en las 
actividades que asumen colectivamente.  
 
(…) La sobrecarga de trabajo que asume cotidianamente la mujer en el ámbito familiar afecta la 
elección que ella hace respecto a la alimentación de la familia. Su cansancio al final del día y las 
demandas sobre su tiempo, muchas veces se traducen en la selección de alimentos que son 
rápidos o fáciles de preparar, pero cuyo valor nutricional es menor que el de las comidas 
tradicionales. (…) La expulsión de jóvenes del campo por el avance del monocultivo de la soja y el 
modelo agroexportador, o la decisión de enviar a los adolescentes a estudiar fuera de la 
comunidad, exacerba la sobrecarga que experimenta la mujer en la agricultura familiar campesina. 
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Jóvenes que podrían estar ayudando en la chacra o apoyando a la mujer en el trabajo doméstico, 
son extraídos de la economía doméstica productora de alimentos y reinsertados en los mercados 
laborales de las ciudades y los países limítrofes. Careciendo la finca familiar de la mano de obra 
de los jóvenes justo cuando llegan a una edad que pueden aportar de forma más sustanciosa, 
pone nuevas exigencias en el tiempo de la mujer/madre y afecta las decisiones que ella toma en 
torno a cuáles actividades relacionadas a la alimentación se realizan y cuáles han de ser 
abandonadas, o por así decirlo, tercerizarlas.”lxxii  
 
Este estudio cualitativo no tiene correlato en términos estadísticos, dado que no se ha aplicado 
hasta la fecha una encuesta de uso del tiempo. En 2012, partiendo de la Conferencia Internacional 
“Necesidad y utilidad de la Encuesta sobre el Uso de Tiempo,  en la definición de Políticas Pública 
para promover la Igualdad de Género” impulsada por la Secretaría de la Mujer y , se conformó la 
Mesa Técnica “Encuesta de Uso del Tiempo: Aspectos metodológicos, experiencias 
internacionales”, y se avanzó en el diseño de un cuestionario y Manual del Encuestador para una 
encuesta de uso del tiempo que permitiera una medición de la carga de trabajo remunerado y no 
remunerado de mujeres y hombres, aporte a la economía tanto del trabajo de cuidado como del 
trabajo doméstico para aplicarlos a futuro en el diseño de un Sistema Nacional de Cuidado. Sin 
embargo, la aplicación de esta encuesta no prosperó por razones de financiamiento, optando por 
priorizarse la de Violencia antes mencionadalxxiii. 
   
“La mitad de las mujeres que salen del sistema educativo lo hacen por motivos familiares o trabajo  
en el hogar, y la mitad de mujeres inactivas lo están por la misma razón, pero nadie está mirando 
qué son los motivos familiares para dejar de trabajar o de estudiar. Hay problemas estadísticos: si 
no hay encuestas de uso del tiempo, se ignora qué se esconde detrás, y por lo tanto, qué tener en 
cuenta en el diseño de las políticas”lxxiv. 
  

 2.2.3 Necesidad de un Plan Nacional de Género 
 
Actualmente se encuentra en fase de implementación el III Plan Nacional de Igualdad de 
Oportunidades entre Mujeres y Hombres. 
 
Otros avances en términos de la institucionalidad de género señalados por el Ministerio de la 
Mujer en su sistematización de gestión 2008 – 2013 son los siguientes: 

 Ampliación del presupuesto institucional 2008-2013: De Gs. 4.500 millones en 2008 a Gs. 
31.000 millones en 2013, principalmente por ampliación y desconcentración del servicio de 
atención integral. 

 Presupuestos con perspectiva de género (fichas técnicas para elaboración de POAs, igualdad 
de género como lineamiento estratégico del gobierno, artículo de género en el decreto 
reglamentario del presupuesto de Gastos de la Nación 2013, entre otros). 

 Género en POAs 2014: MEC, MS, MAG, MOPC, MJT y en presupuestos de 16 municipios del 
país. 

 Apoyo a puntos focales de género en otros sectores (Ministerio de Relaciones Exteriores, 
Tribunal Superior de Justicia Electoral, Corte Suprema de Justicia, Ministerio de Defensa 
Nacional, Ministerio de Educación y Cultura) y en gobernaciones y municipios. 

 Conformación de una “Red de mujeres en la gestión pública”, para promover la igualdad y 
garantizar la no discriminación en el acceso, las oportunidades y la permanencia en la función 
pública.  

 
 2.3  Estrategias del sector público y privado en garantía de la libertad religiosa y 
  el respeto de culto 

 
En relación a dicho inciso cabe informar que el Gobierno ha establecido, desde el Viceministerio 
de Culto del Ministerio de Educación (MEC)  y Cultura el Foro Permanente de Diálogo 
Interreligioso, que funcionó desde 2009, con el objetivo de fomentar el respeto a la diversidad 
confesional y el diálogo entre las diferentes religiones existentes en el país.  Sus actividades 
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principales han sido el establecimiento de una agenda consensuada de trabajo en valores, y el 
análisis de la legislación en materia de culto para su revisión y actualización. Con la 
reestructuración del MEC a partir de la asunción del nuevo gobierno el 15 de agosto de 2013, el 
Viceministerio de Culto ha desaparecido. 
  

 2.3.1 Relación entre Estado e Iglesia 
 

Según el Informe Internacional sobre la Libertad Religiosa – Paraguay 2012lxxv publicado en el sitio 
Web de la Embajada de los Estados Unidos Asunción Paraguay, “Al fin del año, el Congreso 
Nacional aun no había aprobado la legislación pendiente y necesaria para la implementación de la 
prohibición constitucional contra la discriminación basada en religión (…) Existieron algunos 
informes de discriminaciones sociales en base a afiliación, creencia o práctica religiosa (…) De 
acuerdo a un informe de las Naciones Unidas del 2011, los empleadores menonitas favorecieron a 
trabajadores indígenas que se habían convertido en detrimento de aquellos que no lo habían 
hecho. El informe de la Naciones Unidas también tomó nota de la presión sicológica ejercida por 
grupos de misioneros Protestantes en su afán de convertir a miembros de la población indígena al 
cristianismo. El informe también afirmó que la ausencia de instituciones y presencia regulatoria 
gubernamentales resultó en fallas en la protección de la libertad religiosa en la región. La situación 
persistió en el 2012 y continúo siendo un hecho preocupante”. 
 
Constitucionalmente existe separación del Estado y la Iglesia Católica Apostólica (Art. 24 de la 
Constitución Nacionallxxvi), aunque “en la práctica, los sectores fundamentalistas de la Iglesia 
Católica y de otras iglesias siguen teniendo una injerencia tanto en la adopción de leyes como de 
políticas públicas obstaculizando e impidiendo la continuidad del Marco Rector de la Educación de 
la Sexualidad y/o la adopción de la Ley de salud sexual y reproductiva. Han desarrollado 
campañas de desinformación y presión hacia legisladores/as”lxxvii.  
  

 2.3.2 Educación religiosa en las escuelas 
 

Aún cuando el Estado es laico, la educación religiosa en las escuelas está presente tanto en el 
currículum oculto como en la incidencia de los distintos grupos religiosos para impedir la 
implementación de políticas educativas vinculadas con la educación integral de la sexualidad; “a 
pesar de la laicidad del Estado, la educación religiosa está muy presente. Las prácticas de rezo y 
misas que se realizan en las instituciones públicas es muestra de ello. En la materia de ética y 
ciudadanía incluyen contenidos en este sentido”lxxviii.  
 
“La religión se ha erigido como dueña de los sentimientos, de la dignidad de las mujeres, porque 
no habla de la responsabilidad de tal o cual regla para los hombres, sino solo para las mujeres. 
Éstas son las que más acuden a las sectas e iglesias, y eso da la idea de que son ellas sobre las 
que descansa esta estructura de dominación. Se le da libertad a una secta o a la misma religión 
católica y adentro no se controla lo que está ocurriendo: hay desmanes, en las sectas la gente 
pierde el autocontrol, entra en sicosis, y no hay control sobre eso desde las instancias públicas 
que deberían encargarse, haciendo una investigación. La iglesia católica no debería inmiscuirse 
en cuestiones de estado pero se siente con el poder de que tiene derecho, y ordena y orienta y 
traba muchas cosas que pueden beneficiar a la sociedad difundiendo más conocimientos y 
teniendo más libertad de pensamiento para mejorar y solucionar problemas referentes a salud 
sexual y reproductiva”lxxix. 
  

 2.4  Igualdad de género, raza y etnia 
 

La información y análisis de esté ítem se desagrega en los puntos más específicos desarrollados 
a continuación. 
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 2.5  Política económica, fiscal y tributaria hacia lograr igualdad entre    
  mujeres y hombres 

 
El enfoque de género no ha permeado la política económica. “En dicho ámbito, hay un vacío en 
torno a políticas de empleo en general, y con perspectiva de género en particular, y es necesario 
incorporar género en las políticas agrarias”lxxx. En relación a la política fiscal y tributaria no se 
verifican avances para la igualdad entre hombres y mujeres. Ello se inscribe en un problema más 
abarcante como lo es la característica de un “país que casi no paga impuesto directo, y que ahora, 
aunque  incorpora el Impuesto a la Renta Personal, IRP, no asegura una redistribución equitativa 
de la riqueza: el IRP es un impuesto peregrino. Por ejemplo, no se paga impuesto sobre los 
intereses que te dan los bancos, la plata que genera plata está excluida del IRP”lxxxi. 
 
 2.6  Acceso igualitario a la propiedad de la tierra y  reforma agraria en   
  relación a mujeres rurales, indígenas, afrodescendientes y demás   
  grupos minoritarios 
 
En relación al acceso igualitario a la propiedad de la tierra y cambios en la reforma agraria que 
empoderen a mujeres rurales, indígenas, afrodescendientes y demás grupos minoritarios es 
esencial realizar una distinción entre las poblaciones indígenas y las no indígenas.  Ello debido a 
que existe una política de tierra indígena ya desde la época estronista (Ley Nº 904/81, Estatuto de 
las Comunidades Indígenas) uno de cuyos objetos es el acceso de las poblaciones indígenas a un 
régimen jurídico que les garantice la propiedad de la tierra, y las garantías establecidas en la 
Constitución Nacional de 1992 (Capítulo V, Art. 64). Son las instituciones públicas rectoras en la 
materia las que tienen un funcionamiento deficiente: el Instituto Nacional del Indígena, INDI, y el 
Instituto de Desarrollo Rural y de la Tierra, INDERT. Sin embargo, la existencia de un marco 
jurídico en torno al tema es lo que ha permitido interponer los casos de despojo ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, a raíz de lo cual Paraguay tuvo 4 condenas, una de 
resolución amistosa. Existen muchas comunidades indígenas con tierras y con reconocimiento de 
la propiedad de las mismas. 
 
Fuera de los pueblos indígenas, analizando la situación de las mujeres en torno a la propiedad 
de la tierra puede afirmase que Bareiro plantea que, "no hubo reforma agraria. Una de las dos 
fuentes de poder en Paraguay es la tierra (la otra, la energía que está en manos del Estado), que 
está principalmente en manos de propietarios privados.  
 
En este contexto, las mujeres propietarias de tierras no llegan al 10% entre los propietarios de 
tierra individuales. Es una situación muy terrible de exclusión. A pesar de que el Estatuto Agrario 
expresa que habrá prioridad de asignación de tierras a mujeres jefas de familia (lo que implica que 
no hay exclusión legal), no se efectiviza verdaderamente, ni para las mujeres, ni para las 
comunidades, ni para nadie. Esta situación lleva al fenómeno de la migración del campo a las 
ciudades, donde se dan los fenómenos de la mendicidad, gente viviendo en los basurales, donde 
no hay una incorporación mínimamente decente a la vida en la zona urbana. En relación a la 
igualdad de etnia, el caso de la comunidad afrodescendiente (Camba cuá), se ha dado de caso de 
que esta comunidad ha ganado un juicio a la Universidad Nacional de Asunción (universidad 
estatal) relativo al acceso a la tierra, pero luego de un feroz despojo. En relación a las tierras 
tenemos en Paraguay una suba inmensa del valor de la propiedad, una gran demanda de las 
mismas, y expulsión de campesinos de la zona rural se da por esa vía: las tierras valen tanto que 
las y los campesinos las venden. Tenemos un déficit no sólo de políticas sociales constantes sino 
también de políticas de desarrollo.” 
 
En definitiva, en relación al acceso igualitario a la propiedad de la tierra, así como a cambios en la 
reforma agraria que empoderen a las mujeres rurales, indígenas, afrodescendientes y demás 
grupos minoritarios, “las iniciativas desarrolladas con mujeres rurales, indígenas y 
afrodescendientes han sido puntuales y escasamente han contribuido al empoderamiento de las 
mujeres, evidenciándose el claro patrón de discriminación existente”lxxxii. “Hubo un momento, en 
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2009, cuando Alonso estuvo al frente del INDERT, en que tratando de equilibrar la titulación en 
colonias entre hombres y mujeres, se cuidaba que se entregara títulos a hombres y mujeres jefas 
de familia en la misma cantidad, pero ignoro cómo quedó esa iniciativa.”lxxxiii 
 

 
 2.7  Acceso de las mujeres a una vivienda digna 
 
Con la finalidad de asegurar el acceso de las mujeres a una vivienda digna, independientemente 
de su sistema familiar (monoparental, tradicional, etc.), “el Estado ha incluido entre los criterios de 
otorgamiento algunos indicadores para priorizar a mujeres madres solas”lxxxiv; pero no se cuentan 
con fuentes o datos desagregados por sexo que confirmen que los criterios hayan sido incluidos 
en la instancia responsable de la implementación de políticas de acceso a viviendas, para las 
mujeres. En este punto también es relevante acotar, que las personas trans no pueden acceder a 
viviendas en nuestro país. 
 
Existen esfuerzos privados y de voluntariado, como la experiencia de “Un Techo para mi país”, 
desde el cual se construyen viviendas  muy precarias, viviendas que no reúnen las condiciones 
mínimas de un espacio digno para ser considerado habitable.  
  

 2.8  Derechos de las mujeres migrantes 
 

En relación al inciso i) vinculado al fortalecimiento de la ciudadanía de las mujeres, el Consenso 
de Brasilia plantea “Avanzar en la adopción de medidas que mejoren la situación de las 
mujeres migrantes y sus familias, teniendo en cuenta la situación de vulnerabilidad por la 
que atraviesan, a fin de mejorar su situación laboral y su inclusión social, tanto en su país 
de origen como de destino”. 
 
Paraguay está regido por la Ley Nº 978/96 De Migraciones, reglamentada por el Decreto Nº 
18.295/97. El autor del informe "Las políticas públicas sobre migraciones y la sociedad civil en el 
Paraguay” Hugo Oddone, mencionaba en 2011 que el Paraguay no poseía una política pública 
explícita en relación a las migraciones, y que la ley vigente “arrastra dos defectos de origen que la 
vuelven completamente inadecuada o simplemente obsoleta. En primer lugar, la Ley 978 es una 
mala copia de la Ley 470 promulgada por el gobierno de Stroessner en 1974, norma ésta surgida 
de un poder autoritario con una doctrina centrada no en los derechos de las personas sino en la 
seguridad del Estado. En segundo lugar, habiendo la Ley 978 sido sancionada por el Congreso y 
promulgada por el Poder Ejecutivo en momentos en que ya llevábamos 7 años de vigencia de la 
democracia, fue tratada en el marco exclusivo del poder político sin dar ninguna participación a la 
sociedad civil…”lxxxv 
La Ley 470 responde, según el investigador, a “una concepción política autoritaria y represiva que 
ponía a la seguridad del Estado por encima de los derechos humanos de las personas. (…) Se 
trataba de la doctrina de la seguridad nacional o interna generalizada en nuestro continente en 
aquellas décadas. En ese contexto, toda persona que cruzaba las fronteras nacionales, era 
sospechosa de actividad política subversiva y potencial enemigo de la seguridad del Estado 
autoritario…”lxxxvi.  
 
En 2010, la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) había instado al Gobierno 
nacional a “revisar su ley y políticas migratorias para atender las necesidades de sus emigrantes. 
El encargado de la oficina de la OIM en Paraguay, Richard Velázquez, expresó al presentar el 
informe que " las nuevas condiciones en la región exigen una revisión de la ley de migración de 
Paraguay". (…) " Este país no cuenta con una política migratoria explícita, tiene una ley que es 
normativa, administrativa, pero no cuenta con el manejo de los flujos migratorios en todos sus 
aspectos”lxxxvii 
 
En 2001 se promulgó la ley Nº 4429 "Que regulariza la Residencia de Extranjeros/as en situación 
migratoria irregular" y el Decreto del Poder Ejecutivo Nº 8373, del 3 de febrero de 2012,  la 
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reglamentó. La ley establece reglas claras para regularizar la situación migratoria irregular y para 
contar con un registro fidedigno de todos los/as extranjeros/as que habitan el Paraguay.  En enero 
de 2012, por Ley Nº 4564 se aprobó la Convención para Reducir los Casos de Apátridas, 
adoptada el 30 de agosto de 1961 en la ciudad de Nueva York, por la cual todo estado contratante 
ampara la nacionalidad de la persona nacida en su territorio.   
   
En términos de políticas públicas de migración en los últimos años, el gobierno que asumió en 
2008 inició una serie de acciones tendientes a atender la problemática de la migración. Dado que 
las competencias en torno al tema se distribuyen entre distintas instituciones cada una apuntó a 
su ámbito, y desarrolló acciones concretas, en algunos casos articuladas interinstitucionalmente: 
“Como organismo ejecutor de la política migratoria nacional, la DGMlxxxviiiha tenido una tarea 
bastante acotada a tareas de tipo administrativo como el control de la entrada y salida de 
personas del país, de expedición de documentos y de regularización de la situación de las 
personas migrantes.(…) Las políticas a intervenir sobre los factores asociados la migración, en 
cambio, han sido asumidas principalmente por el CIP.lxxxix”xc  
 
El mismo estudio señala que el CIP desarrolló experiencias piloto a fin de promover el arraigo de 
la población en su lugar de origen, inscribiéndose estas estrategias en el marco del trabajo en 
territorios sociales desde distintos programas de Gobierno, en el período agosto 2008 - junio 2012. 
El CIP promovió la creación de la Dirección de Atención a Comunidades Paraguayas en el 
Extranjero, DACPE (dependiente del Ministerio de Relaciones Exteriores), que empezó a 
funcionar en 2010 con el objetivo de proporcionar respuestas integrales a estas poblaciones.  El 
Gobierno creó también el Programa Mi país, mi casa: “La SENAVITATxci ha suscrito un convenio 
con la Secretaría de Desarrollo para Repatriados y Refugiados Connacionales, entidad 
dependiente de la Presidencia de la República, con el objetivo de facilitar el acceso a una solución 
habitacional de los connacionales repatriados. En función a la gestión e interés institucional de 
efectivizar la inserción de la temática de la repatriación y la vinculación en la Agenda Pública y 
Política Nacional, propiciada y contenida expresamente hoy día en la Propuesta de Política 
Pública para el Desarrollo Social 2010-2020, en especial la concepción de la población a la cual 
ésta se encuentra dirigida: personas, grupos u organizaciones residentes en el territorio 
paraguayo y a grupos connacionales que residen en el exterior; se ha avanzado en la suscripción 
de convenios y acuerdos, uno de los cuales propició la creación del Programa Mi País Mi Casa, 
que por primera vez posibilita que los paraguayos residentes en el exterior sean objeto de la 
política habitacional del país, a más de propiciar una adecuada canalización de las remesas de 
nuestros migrantes. El citado Programa es hecho efectivo vía acuerdo tripartito entre la Secretaría 
de Desarrollo para Repatriados y Refugiados Connacionales de la Presidencia de la República, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, y el Consejo Nacional de la Vivienda (CONAVI- hoy 
SENAVITAT), pudiendo los connacionales residentes en el exterior interesados en el mismo, 
recurrir a los Consulados más próximos a su lugar de residencia para recibir la orientación 
requerida e iniciar ante las mismas las gestiones pertinentes.”xcii 
 
La DACPE y el Ministerio de Justicia y Trabajo, MJT, trabajan conjuntamente en un programa de 
capacitación ocupacional a paraguayos/as migrantes, con énfasis en profesionalización de las 
mujeres que trabajan como empleadas domésticas. 
 
En 2012 la Dirección de Promoción Social de la Mujer Trabajadora del Ministerio de Justicia y 
Trabajo instaló una mesa de diálogo a fin de analizar la problemática de las mujeres paraguayas 
que emigran y su condición de vulnerabilidad y adoptar políticas que puedan favorecer la 
conciliación entre el trabajo y la familia, de la cual participaron Secretaría de Repatriados, 
Congreso Permanente de la Migración Paraguaya, del Sindicato de Trabajadoras Domésticas, 
Gestión Ambiental y la Organización Internacional del Trabajo, OIT. 
 
Desde el Ministerio de la Mujer el único aspecto trabajado en torno a mujeres migrantes es el 
tema de trata de personas, que se aborda en este relevamiento en puntos subsiguientes. 
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Desde la perspectiva de política pública, se plantea la ausencia de estado tanto para generar 
condiciones de vida que fortalezcan el arraigo y eviten la migración, como para garantizar los 
derechos de las mujeres migrantes: “Las mujeres campesinas y ahora en aumento las indígenas, 
sus familias y sus comunidades, sufren el despojo y el desarraigo por la migración. Son las 
mujeres las más afectadas: donde hay 7 hijos, si 5 son mujeres, 3 o 4 ya están en otras ciudades 
o países. La ausencia de Estado genera que las familias y en especial las mujeres no puedan 
sobrevivir, quedar en sus lugares de origen y desarrollar allí su vida, su economía, llevando una 
convivencia armónica con su entorno. Hoy la migración es forzada porque las mujeres no 
encuentran otra manera de resolver la cuestión económica, y son impulsadas y expulsadas hacia 
otros lugares dejando vacíos en la comunidad, con la grave consecuencia de la ausencia masiva 
de mujeres jóvenes. La migración de las mujeres repercute en las relaciones en el ámbito del 
hogar, ya que las mismas asumen la jefatura familiar  a través del envío remesas, mientras la 
familia o pareja en algunas situaciones dejan de trabajar. 
 
En sus nuevos lugares, las mujeres deben enfrentarse a su nuevo rol, nueva ciudad, de manera 
individual. Deben enfrentar una realidad para la que no están preparadas, sufren violencia, falta de 
trabajo digno, no conocen sus derechos, viven el desarraigo de su “tekohaxciii”, de su vivencia, de 
su entorno, de su cultura y su identidad. No encuentran solidaridad, amistades, soporte que les 
daban sus familias, sus parientes, su comunidad”xciv. 
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3.  Participación de las mujeres en los procesos de toma de decisiones y en  las 
 esferas de poder 
 
Con relación a este apartado, resulta relevante señalar que el Paraguay fue el último país de la 
región en conceder el derecho al voto para las mujeres; luego de una larga lucha de grupos  de 
mujeres y feministas el 5 de julio de 1961xcv, se promulgó la Ley Nº 704, de “Derechos Políticos de 
la Mujer” previamente  sancionada por la entonces Cámara de Representantes. Durante el 
proceso de transición democrática, la elección de mujeres en cargos electivos y de poder fue 
aumentando progresivamente de 4,8% en 1994 a 16,7% en las elecciones nacionales de 2008. 
 
Igualmente se ha dado un avance progresivo -aunque insuficiente- en el porcentaje de la 
presencia de mujeres en el parlamento. Se considera insuficiente ya que en ninguno de los tres 
poderes, legislativo, ejecutivo y judicial se llega al 20% de cuota establecida como mínima para la 
participación de las mujeres. 
 

 3.1  Participación de mujeres en las funciones del Estado 
 
Con relación a la participación de las mujeres en espacios de poder constituye significtivo analizar 
el resultado del número de mujeres que accedieron a cargos en el Parlamento en las últimas 
elecciones celebradas en  abril de 2013. El porcentaje de mujeres que accedieron a cargos en el 
Poder Legislativo es en torno al 12,5%; en la Cámara de senadores, de un total  de 45 miembros 
fueron electas 9 mujeres. En la Cámara de Diputados fueron electas 12 mujeres, de entre los 80 
miembros que la conforman. En el Parlasur fueron electas tres mujeres. 
 
El Poder Ejecutivo liderado por Horacio Cartes del Partido Colorado, incluyó  en su gabinete entre  
los 11 ministerios más relevantes a tres mujeres, incluyendo a la Ministra de la Mujer.  
 

Participación política de mujeres en  poderes del estado paraguayo 

Poder Legislativo - Cámara de diputados 
36 hombres 

9 mujeres 

Poder Legislativo - Cámara de senadores 
68 hombres 

12 mujeres 

Poder Ejecutivo – Gabinete de Horacio Cartes 
8 hombres 

3 mujeres 

Corte Suprema de Justicia 
7 hombres 

2 mujeres 

Fuente: elaboración propia. 
 
Con relación a los porcentajes de mujeres que ocupan cargos en instancias administrativas del 
poder judicial que corresponden a cargos de Juez Penal, Juez Penal de la Adolescencia, Juez 
Civil, Comercial y Laboral, Juez Civil y Comercial, Juez Laboral, Juez de la Niñez y Adolescencia, 
Juez, Juez de Paz, Defensor Adjunto;  está constituido por un 55% de hombres y 45% de mujeres. 
En el nivel denominado C, Ejecutivo superior Jurisdiccional, existe una conformación mayoritaria 
de hombres con el 63% y un 37% de mujeres.  
 
Se considera relevante que el Poder Judicial, cuenta con un Observatorio de géneroxcvi que 
posibilita el acceso a informaciones relevantes y desagregadas por sexo. Ni siquiera el Ministerio 
de la Mujer u otras instancias del Poder ejecutivo, ni el legislativo cuentan con información 
actualizada y desagregada por sexo. 
 
Maguiorina Balbuena, dirigenta de CONAMURI, que ha participado en las últimas elecciones en 
una iniciativa impulsada por mujeres -Kuña Pyrenda- manifiesta respecto a la participación 
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política: “ Hay avances, las mujeres han sido protagonistas y han tenido mayor coraje para 
imponer sus ideas e intervenir en estos espacios de contienda electoral por el poder, las mujeres 
han hecho uso de su derecho y su capacidad como ocurrió con Kuña Pyrenda o en el sector social 
donde hay organizaciones lideradas por mujeres o de mujeres; demostrando que tienen capacidad 
de dirigir una organización o  un país. Es importante dejar sentada esa presencia y la propuesta 
de las mujeres políticas. Pero la otra fase que nos queda, el gran desafío que nos queda es, como 
hacer entender a la sociedad los derechos de igualdad que tenemos  las mujeres”xcvii.  
 
Finalmente con relación a la participación política de las mujeres en Paraguay, la propia Ministra 
del periodo 2008 – 2013, Gloria Rubin afirmó que: “Entre los principales desafíos que aún 
debemos afrontar está la ampliación de la participación política de las mujeres. Aquí se realizaron 
acciones entre las que se debe destacar la producción de estadísticas en el Tribunal Superior de 
Justicia Electoral. Pero esto no es suficiente. No se logró adecuar las disposiciones del Código 
Electoral para que garantice la paridad entre mujeres y hombres. Este es un ámbito en el que 
habrá que seguir trabajandoxcviii. 
 
Con relación a este desafío Magui Balbuena manifiesta, “Desde el gobierno, desde todas las 
instituciones del estado, desde las organizaciones sociales y políticas, comprender como trabajar 
para que lideres que tienen eso en sus manos puedan entender y rever su posición de que están 
ahí a su lado la mitad de la población que tiene el mismo derecho, la misma o más capacidad 
(creo que la mujer es mucho más ágil para resolver ciertas situaciones y sensibilidad hacia los 
demás y los problemas sociales; puede aportar muchísimo para transformar una situación de 
dependencia, de miseria, de explotación de la sociedad”. Magui afirma con mucha certeza, 
“Estamos convencidas de que las mujeres podemos cambiar las relaciones de tanta desigualdad 
que existe. (…) podemos avanzar mucho mas rápido en la igualdad económica, social, política, 
podemos generar mayor impacto hacia la sociedad planteando los cambios que necesitamos”. 
  

 3.2  Medidas para fomentar la participación de las mujeres en espacios de poder 
  político, público e instituciones privadas 

 
El Paraguay tiene el Ministerio de la Mujer, que implementa actualmente el III Plan Nacional de 
Igualdad de Oportunidades entre mujeres y hombres 2008 – 2017 (PIO III). En el Informe 
realizado por el estado paraguayo ante el Comité CEDAW en el año 2011, durante su 
intervención, la entonces Ministra de la Mujer Gloria Rubin expresó las limitaciones de dicha 
política, ya que “La política de género en el Paraguay está definida en el Plan Nacional de 
Igualdad de Oportunidades. Actualmente, el III Plan rige para el período 2008-2017. Este Plan sin 
embargo, no tiene aún estatus normativo”.  
 
En el citado Plan, se define un objetivo específico referido a la Participación política y social de las 
mujeres en el Paraguayxcix, donde se expresan los siguientes puntos: 

 El objetivo de este ámbito es el de lograr el acceso equitativo y la participación en igualdad de 
oportunidades para mujeres y hombres, en las estructuras de poder y en los procesos de toma 
de decisiones; crear opinión pública favorable a la participación femenina en las estructuras de 
poder y en el acceso a cargos de toma de decisiones. 

 Lineamientos de difusión de buenas prácticas y experiencias positivas de mecanismos y 
procedimientos, que garanticen la promoción de mujeres, en igualdad de oportunidades, en las 
carreras públicas, políticas, sindicales, culturales y deportivas. 

 Sensibilizar a los sectores que inciden en el acceso de más mujeres a los cargos de decisión y 
capacitar a las mujeres para aumentar sus habilidades para acceder a las estructuras de 
poder. 

 Desarrollar y apoyar políticas, programas y proyectos dirigidos a asegurar el acceso de 
mujeres a los cargos de decisión y elevar su participación social y política por medio de 
acciones afirmativas, como elemento integral de su ciudadanía. 

 Apoyo a las iniciativas de la sociedad civil orientadas a potenciar la participación de las 
mujeres en las actividades políticas, sindicales, empresariales y en las organizaciones 
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sociales. 

 Desarrollo de un proceso de seguimiento e incidencia de los proyectos de ley y políticas de 
igualdad que permita el ejercicio de la ciudadanía y el avance de los derechos políticos de las 
mujeres. 

 Promoción de la participación plena e igualitaria en todos los niveles de toma de decisiones, 
en el Estado, la sociedad y el mercado. 

 
Como mecanismo de acción afirmativa, el Paraguay  cuenta con una cuota de participación 
política obligatoria del 20% sin la estipulación de lugares alternado, establecida por el Código 
Electoral para las listas de precandidaturas. Este mecanismo legal es irreal en la práctica, ya que 
si bien, en la mayoría de los casos se cumple, en general  las mujeres son incorporadas en los 
últimos lugares de las listas y en varios casos sin lograr  a cubrir siquiera el 20% establecido como 
cuotac.  
 
Tal como expresan Archenti y Tula, “Los partidos políticos latinoamericanos han tendido a aplicar 
las leyes de cuotas a través de estrategias que han resultado en la reproducción de la desigualdad 
de género, más que en la promoción de la incorporación de las mujeres en términos equitativos en 
los procesos de toma de decisiones”ci. 
 
Se mantiene vigente la tensión sobre cómo un mecanismo de acción afirmativa incide o  modifica   
las actitudes y prácticas  heteropatriarcales tanto personales como institucionales aún vigentes en 
países latinoamericanos en general y en este caso en Paraguay en particular; lo que hace 
necesario que en la medida que se avance en el marco legal y normativo se realicen programas 
de sensibilización que coloquen en el debate, la igualdad y los derechos -en este caso políticos- 
de las mujeres sean de sectores rurales, de pueblos originarios, afrodescendientes, personas 
trans y lesbianas.   
 
El otro elemento significativo en el debate sobre la ley de cupos de participación es su carácter 
binario, ya que sólo se alude a hombres y mujeres. También se debe señalar que sigue aún 
vigente el análisis de si  la representación de una mujer es sustancial por el sólo hecho de ser 
mujer o si en realidad se requiere que quienes se incorporen en los espacios de poder tengan 
“sensibilidad hacia los géneros”.  
 
El Ministerio de la Mujercii implementó iniciativas para potenciar la participación política de las 
mujeres, tales como proyectos de capacitación realizadas con instancias estatales y de la 
sociedad civil como la Red de Mujeres Municipes. Como ejemplo se puede citar la información 
presentada por el Ministerio de la Mujer,  en la  Cuadragésima Séptima Reunión de la Mesa 
Directiva de la Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribeciii, informó que: 
“En el marco del Proyecto “Participación Política para la Igualdad de Género”, la Secretaría de la 
Mujer de la Presidencia de la República realizó la implementación Piloto del Plan de Capacitación 
a mujeres políticas, a través de 9 talleres en 7 departamentos del país. El mismo es a los efectos 
de promover la participación política de las mujeres en los cargos electivos, contribuir a su 
empoderamiento y medir las necesidades y expectativas para acciones futuras”.  En el Informe de 
gestión 2008 – 2013, el Ministerio de la Mujer informa que “En las capacitaciones se llegó a 387 
mujeres (en 2011) de diferentes partidos políticos”. 
 
Dichas acciones se confrontan con instituciones que mantienen una estructura conservadora y de 
carácter patriarcal, que las hace poco permeables, en pleno siglo XXI a logros significativos con 
relación a la participación de las mujeres.  
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4.  Violencia contra las mujeres  
 

La erradicación de la violencia hacia las mujeres, especialmente de sectores vulnerabilizados en 
sus derechos, como las indígenas, campesinas, migrantes, lesbianas o personas trans ha sido un 
tema trascendental en el país en las últimas décadas ya que el número de mujeres victimizadas 
en diversos actos de violencia ha sido visibilizado como una violación de los derechos humanos. 
Las situaciones de violencia ha aumentado, y por lo tanto requiere respuestas institucionales tanto 
de prevención, de  protección y de reparación.  
 
Si bien Paraguay cuenta con la Ley 1600/00 contra la violencia doméstica que es principalmente 
una ley cautelar; organizaciones de mujeres y feministas han debatido en los últimos años, la 
necesidad de que la normativa tenga un enfoque integral. Posterior la golpe parlamentario fue 
presentado un anteproyecto de ley al parlamento, sin que se haya generado mecanismos de 
consulta o participación de organizaciones de la sociedad civil, que históricamente han abordado 
desde la sensibilización, prevención y la atención la problemática de la violencia hacia mujeres .  
 
Algunos datos relevantes sobre violencia: 

 Al menos una mujer muere en manos de su pareja o ex pareja cada dos semanas, 

 50 personas trans fueron asesinadas en los últimos 20 años, sin que ninguno de los crímenes 
fuera investigado por las instancias responsables, 

 El 20 % de las mujeres paraguayas ha sufrido algún tipo de violencia en el ámbito doméstico, 

 1080 casos de violencia fueron registradosciv por el Ministerio de la Mujer en el año 2013 
(Enero a Junio) 

 AIREANA, grupo por los derechos de las lesbianas, ha denunciado sistemáticamente 
agresiones, inacciones con respecto a situaciones de violaciones de derechos de las 
lesbianas. 

 Las mujeres campesinas han reivindicado mayor atención a la violencia, sobre todo para 
aquellas que  viven en comunidades alejadas 

 Al menos 375.000 mujeres sufren actos de violencia por parte de su pareja 
 

 4.1  Medidas de prevención, protección y atención 
 

El estado paraguayo cuenta con varias recomendaciones del Comité CEDAW emanadas de las 
tres evaluaciones -realizadas en los años 1996, 2005 y 2011- con respecto al cumplimiento de los 
derechos de las mujeres. La violencia hacia las mujeres ha sido motivo de preocupación y de 
recomendaciones reiteradas por CEDAW. 
 
En la 50º sesión, realizada en Ginebra, Suiza, en octubre de 2011, el comité CEDAW consideró 
para la evaluación, tanto el informe oficial del gobierno paraguayo, como el informe sombra 
presentado por organizaciones de la sociedad civilcv. 
 
Con relación a los avances respecto al inciso a), el Ministerio de la Mujer  (MM) manifiesta en su 
portal  que: “Desde el inicio de la actual administracióncvi (2008-2013) la planificación estratégica 
de la Secretaría de la Mujer, ahora Ministerio de la Mujer, ha identificado la urgente necesidad de 
adoptar medidas concretas y efectivas para prevenir, sancionar y erradicar la violencia basada en 
género, con un especial énfasis en la violencia doméstica y la trata de personas. En su informe de 
gestión 2008 – 2013 informó que, “(…) el derecho a vivir una vida libre de violencia, sea incluido 
en la “Política Pública de Desarrollo Social: Paraguay 2010-2020” (PPDS). De esta manera, por 
primera vez en el Paraguay, las acciones para la prevención, sanción y erradicación de la 
violencia contra las mujeres trascendieron el ámbito del mecanismo nacional de género, para 
adquirir el nivel de política de Estado”. 
 
Como estrategia de desconcentración de los servicios para la atención de mujeres en situación de 
violencia y trata, el Ministerio de la Mujer habilitó cuatro centros  en el interior del país, en las 
ciudades de Curuguaty, Ciudad del Este, Filadelfia y Pedro Juan Caballero.  
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También se crearon a partir del año 2010, seis Comisarias especializadascvii, pero las mismas 
están ubicadas en la capital del país, Asunción y en dos ciudades del interior, que son cabeceras 
departamentales (Villarrica y Encarnación); muchas mujeres campesinas o indígenas no tienen 
acceso porque no se cuenta con estas instancias en lugares cercanos a sus comunidades. 
 
Los centros regionales brindan atención especializada a las mujeres que están en situación de 
violencia basada en género o trata de personascviii. 
 
La atención especializada en los centros regionales consiste en: 

 Atención Jurídica: asesoramiento legal a las mujeres para el resguardo de sus derechos ante 
situaciones de violencia o trata de personas. 

 Atención Psicológica: contención y acompañamiento psicológico a las mujeres en situación de 
violencia o trata de personas 

 Atención Social: abordaje de la situación social y económica que atraviesan las mujeres que 
sufren violencia basada en género o son víctimas de trata de personas 

 
Un avance importante en la línea de atención a mujeres en situación de violencia fue el albergue 
creado por el Ministerio de la Mujer en el año 2009cix, y brinda servicios principalmente a mujeres 
de Asunción y ciudades cercanas. Sin embargo la centralización en la capital del país es un 
obstáculo para que mujeres campesinas, indígenas y de sectores empobrecidos sean atendidas. 
Si bien el Ministerio de la Mujer manifiesta que el funcionamiento y la atención es brindada por 
personal capacitado, no se cuenta con información suficiente que respalde esta afirmación.  
 
Otro de los  obstáculos  importantes  constituye que los Centros de atención para mujeres son 
poco conocidos, lo que hace necesaria una campaña que informe a la ciudadanía sobre la 
existencia de los servicios que brinda el Ministerio de la Mujer en dichos espacios. 
 
En el área comunicacional se realizaron acciones, entre las que destacan las capacitaciones 
dirigidas a comunicadoras/es, elaboración del Manual “Lentes Lilas”, así como campañas de 
sensibilización y denuncia de violencia hacia las mujerescx. 
 
Una iniciativa importante, pero que aún necesita refuerzos que apuntalen cambios de actitudes y 
prácticas es la iniciativa sobre el  “Mejoramiento y fortalecimiento de los protocolos de atención a 
mujeres en situación de violencia e incorporación de la perspectiva de género en las políticas de 
salud”.  
 
En el año 2012, el Ministerio de la Mujer  habilitó “SOS MUJER”- línea 137cxi, “(...) un servicio 
especial de tres cifras de orientación telefónica que tiene cobertura nacional, las 24 horas del día, 
inclusive los fines de semana y días feriados. Está orientado a brindar respuestas claras y 
eficientes a las mujeres ante las situaciones de violencia doméstica e intrafamiliarcxii. Este nuevo 
producto amplía el actual servicio de asistencia psicológica, legal y de albergue temporal que se 
brinda en el Servicio de Atención a la Mujer (SEDAMUR) y refuerza el trabajo que realiza la Policía 
Nacional y el Ministerio Público”cxiii.   
 
Organizaciones de la sociedad civil como Kuña Aty, AIREANA, Fundación Vencer también brindan 
atención jurídica y han denunciado públicamente violaciones de derechos cometidas hacia 
personas trans, lesbianas o PVVS. AIREANA denunció y realizó una campaña púbica con relación 
a Norma Machado, una joven “joven de 20 años, que el pasado 7 de abril (de 2010) fue 
secuestrada de su casa, arrastrada a un automóvil donde fue sofocada, y sujeta a múltiples 
golpes, por cinco familiares y un conocido de la familia, por tener una relación afectiva-sexual con 
una mujercxiv”. 
 
 
La Coordinadora Nacional de Organizaciones de Mujeres Trabajadoras Rurales e Indígenas  
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(CONAMURI), realiza desde el año 2011, acciones para prevenir y eliminar todas las formas de 
violencia contra las mujeres campesinas e indígenas, en el marco de la Campaña Mundial Basta 
de Violencia hacia las Mujeres del Campo convocada por la Coordinadora Latinoamericana de 
Organizaciones del Campo CLOC y La  Vía Campesina, de las cual es integrante. El llamamiento 
de la campaña sostiene que: “Nosotros, los hombres y mujeres de Vía Campesina, 
permanecemos juntos para denunciar la violencia que se ejerce en todas sus formas contra las 
personas, especialmente contra las mujeres. Las estadísticas sobre las agresiones y las muertes 
de mujeres en el mundo nos demuestran, sin dejar lugar a dudas, que las mujeres son más 
vulnerables a la violencia, no solo de las instituciones y los Estados, sino también la violencia 
ejercida en sus propios hogares y comunidades, de los que deberían esperar y de los que 
merecen respeto, paz y seguridad”.  
 
La Campaña se propone en el marco del reconocimiento de las luchas de las mujeres, con el 
compromiso de que solamente con el involucramiento de mujeres y hombres se pueden construir 
“nuevas y  mejores relaciones humanas entre nosotros y nosotras, como parte necesaria de la 
construcción de las nuevas sociedades a las cuales aspiramos". La Campaña Basta de Violencia 
hacia las Mujeres del campo, tiene por finalidad debatir tanto en el interior de la Vía Campesina 
como hacia afuera, el derecho de las mujeres campesinas e indígenas, niñas, jóvenes y adultas a 
vivir  libres de violencias; Además busca el cambio de actitudes y valores con relación a las 
diferentes formas de violencias a las que están sometidas las mujeres campesinas e indígenas; 
cambios visibles en las relaciones que se establece cotidianamente entre mujeres y hombres. 
 
Aún cuando se reconocen avances, desde el estado, respecto a la visibilización y atención hacia 
mujeres en situación de violencia, organizaciones de la sociedad civil que realizaron el 
seguimiento a las recomendaciones de CEDAW sobre el combate eficaz de la violencia hacia las 
mujeres, consideran, “(...) que la violencia contra las mujeres  ha aumentado y el número de 
feminicidios ha aumentado que la atención a la violencia hacia la mujer se realiza sobre la base de 
la Ley 1600/2000, “Contra la Violencia Doméstica” y el el Código Penal que establecen medidas 
de protección urgentes y la sanción penal que oscila desde multa hasta dos años de pena 
privativa de libertad, la imposición de la pena depende del juzgado o tribuna de sentencia. La 
violencia doméstica sigue en aumento y en los últimos años, se ha registrado un número creciente 
de feminicidios. Se tienen antecedentes de violencia hacia  mujeres sus diversas formas y en 
varios de los casos trágicos, las mujeres habían acudido anteriormente a instancias como la 
policía, juzgados de paz o  fiscalías, algunas contaban con medidas de protección judicial, pero 
igualmente tuvieron derivación fatal, que señala lo que nos indica que aún las víctimas no cuentan 
con mecanismos de protección efectiva contra las represalias y no se cuenta con un diagnóstico 
estatal ni planes de política criminal dirigidas a enfrentar el feminicidio”cxv. 
 
Respecto a este inciso, Elba Nuñez, Coordinadora regional de CLADEMcxvi, manifestó que una de 
las principales limitaciones para el lucha eficaz contra la violencia hacia las mujeres es la ausencia 
de presupuestos del Ministerio de la Mujer: “Se ha incluido en el Plan Nacional de Igualdad de 
Oportunidades (PNIO) 2012-2018 que en su eje VI ha incluido el tema del derecho de las mujeres 
a una vida libre de violencia y  en el Plan Nacional de Salud Reproductiva del MSPyBS (2009 - 
2013) también; pero no cuenta con un presupuesto específico”. Nuñez también plantea la 
ausencia en las políticas nacionales de una forma de violencia cada vez más visible, pero poco 
analizada, como es la violencia digital: “La violencia digital no ha sido incluido de manera expresa, 
aunque se menciona toda forma de violencia contra las mujeres así como lo dispone la 
Convención Belén Do Pará”. 
 
La mayoría de las iniciativas implementadas por el Ministerio de la Mujer se realizan con fondos 
de la cooperación internacionalcxvii y tienen serios problemas de sustentabilidad, cuando los 
proyectos o préstamos finalizan. Los marcos jurídicos y mecanismos legales son insuficientes si 
las instancias gubernamentales responsables no cuentan con recursos propios que deben ser 
incorporadas en el Presupuesto General de Gastos de la Nación. Además de la necesidad de 
implementar un sistema de prevención, antes que de atención. 



35 

 
Un gran vacío en materia de acciones desde el estado, es el de prevención, atención e 
implementación de propuestas para las personas trans. Marie Betancourt, activista de Panambi, 
Asociación de travestís, transexuales y transgénero del Paraguay cxviii, manifiesta que “el estado 
no nos reconoce y muchas veces son quienes más nos discriminan”. Marie manifiesta que no han 
recibido respuestas -a pesar de las reiteradas denuncias- sobre los más de 50 crímenes de odio 
transfóbicos que se dieron en  las últimas dos décadas. Panambi iniciará en octubre de 2013, una 
campaña de sensibilización sobre los derechos de las personas trans y contra la discriminación y 
violencia ejercida hacia ellas. 
 
Es relevante manifestar que las diversas iniciativas con relación hacia mujeres lesbianas y 
personas trans actualmente es inexistente. Durante el gobierno de Lugo se dieron lo que el grupo 
AIREANA denominó como “gestos simbólicos” y en el MSPyBS estaban en curso acciones a ser 
implemnetadas, de modo a brindar atención con calidad, calidez y basadas en el enfoque de 
derechos.  Sin embargo  durante el gobierno de facto de Federico Franco,  los gestos simbólicos 
desaparecieron e incluso reaparecieron atisbo de conservadurismo hacia lesbianas y  personas 
trans. 
 
Organizaciones de la sociedad civil como AIREANAcxix y la Fundación Vencer implementaron en 
los años 2012 y 2013, servicios telefónicos que atienden casos de discriminación hacia PVVS o 
lesbianas. La Fundación Vencer lanzó en forma conjunta con una instancia estatal, durante el 
gobierno Lugo de la  dos lineas,   el 080011-55 88 de PRONASIDA  y el 080011-84 47, donde la 
Fundación Vencer “(...) se encargará del área preventiva y la recepción de denuncias respecto a 
los derechos humanos, entre los que se hallan: estigmatización por contar con VIH, solicitud de 
test de Elisa sin previo consentimiento del afectado en el lugar de trabajo, o expulsiones sufridas 
por parte de las institucionescxx.  
  

 4.2  Legislación vigente 
  

 4.2.1 Ley contra la Violencia 
 
Respecto a la ley de alcance nacional sobre violencia hacia las mujeres, Elba Nuñez expone que 
no se cuenta con una Ley especial sobre violencia sexual pero varios tipos penales están incluidos 
en el Código penal y, explica que,  “El Paraguay cuenta con la Ley 1600/00 contra la violencia 
doméstica que es principalmente una ley cautelar. Existen varios obstáculos para su aplicación 
efectiva, por ejemplo las medidas de protección no son adoptadas en el término de los tres días y 
han existido casos de mujeres asesinadas  por sus conyugues, ex conyugues y parejas mientras 
gozaban de medidas cautelares. En el ámbito penal  se ha incluido la tipificación en el artículo 229 
del Código Penal pero exige la habitualidad para su configuración”.  
 
Para responder a vacíos en la mencionada Ley, los tres poderes del estado, el legislativo, el 
judicial y el ejecutivo elaboraron un Anteproyecto de Ley, sin que se generasen mecanismos o 
instancias participativas con organizaciones de la sociedad civilcxxi. El anteproyecto fue presentado 
al parlamento paraguayo y esta iniciativa fue repudiada por organizaciones feministas, de mujeres 
y de derechos humanos. Al respecto, organizaciones como la CMP, CLADEM  Py, CDD, 
expusieron, “Al respecto, consideramos que faltó un proceso un debate y discusión del documento 
base del proyecto con la sociedad civil, principalmente de las organizaciones de mujeres y 
feministas del país que vienen trabajando desde hace muchos años en aspectos técnicos, 
académicos y prácticos sobre la materia y además, porque existen cuestionamientos que se 
presentan en el contenido del proyecto de ley”cxxii. 
 
Entre los principales cuestionamientos se destacancxxiii: 

 La no participación de organizaciones de la sociedad civil que históricamente han impulsado el 
debate, la visibilización y luchado para que la violencia sea reconocido como un problema en 
la sociedad, 
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 El binarismo en la concepción de la ley “que ya discrimina”, porque solo alude a la violencia 
hacia  mujeres heterosexuales, ya que la diversidad de mujeres no está contemplada, dejando 
fuera a otras mujeres como lesbianas o personas trans, 

 La definición de feminicidio es “hombre que mata mujer” 

 No se realizó ninguna consulta a  mujeres indígenas, tal como se establece en el Convenio 
169 de la OIT. 

 Se da excesiva potestad a la Policía Nacional, un órgano que  forma a sus integrantes en la 
concepción de que “la violencia hacia la mujer es una acción penal privada” 

 
Durante el taller se hizo hincapié en la necesidad de que el derecho a una vida sin violencia para 
mujeres sean campesinas, lesbianas, transgéneros, migrantes, PVVS, debe ir acompañada de 
campañas de prevención que problematicen y remuevan los estereotipos de género.  
 

 4.2.2 Reconocimiento del feminicidio 
 
Con relación a las medidas públicas o privadas que se ha implementado para el abordaje de los 
casos de feminicidio y femicidio, las iniciativas son insuficientes para una problemática cada vez 
mayor.  Un obstáculo es la ausencia de datos actualizados sobre el número de feminicidios y 
femicidios, y resulta significativo que el sistema 911 de la Policía Nacional reporta al menos 2.000 
llamadas de pedidos de auxilio de violencia intrafamiliar, pero “no se tienen registros de cuantos 
de ellos terminan en feminicidios”cxxiv. En un articulo de Mirta Rivarola, feminista y asesora del 
UNFPA  que analiza la problemática del feminicidio afirma su preocupación con respecto a la 
ausencia de registros, pero que aun así: “La información aparecida en la prensa indica que solo 
entre los meses de septiembre y octubre del presente año (2012) se sucedieron 15 asesinatos de 
mujeres en manos de sus parejas y ex parejas, lo que da una cifra de casi 7 asesinatos por 
mes”cxxv. 
 
Con relación a la tipificación de este delito, Nuñez plantea que, “El femicidio o feminicidio no está 
contemplado en las leyes paraguayas de manera explícita. Sin embargo, en el Código Penal 
vigente, en el artículo 105, tenemos figura del homicidio doloso, en donde entre los agravantes se 
incluye “el que matare a su madre, hijo, cónyuge o concubino, o hermano; al realizar el hecho 
sometiera a la víctima a graves e innecesarios dolores físicos, psíquicos para aumentar su 
sufrimiento; actuara alevosamente aprovechándose de la indefensión de la víctima; actuara 
intencionalmente y por el mero placer de matar”. Continua sosteniendo que antes que leyes 
punitivas o ejemplificadoras, es necesario que el estado realice reformas integrales y aborde el 
feminicidio desde la prevención, “Como defensoras de los derechos humanos de las mujeres 
consideramos mejor que los Estados reformen de manera integral sus legislaciones y que diseñen 
políticas públicas para la prevención de la violencia y el asesinato de las mujeres. Es fundamental 
también, que para que estas políticas puedan ser implementadas, se cuente con el suficiente 
presupuesto”. La coordinadora regional de CLADEM exige que el estado debe avanzar respecto a 
esta problemática, “Creando e implementando políticas públicas y jurídicas eficaces que colaboren 
a que no se continúe asesinando a las mujeres. Estableciendo medidas de protección efectivas 
para las mujeres en riesgo, y no solo para ellas sino para sus familiares, pues en los últimos casos 
de feminicidio en el país, muchos familiares cercanos también han sido víctimas. La prevención 
también contempla el acceso a la justicia y a los centros de salud, el derecho a una educación no 
sexista y el sistema de monitoreo a agentes estatales. Remarca un aspecto esencial y que implica 
romper con el binarismo de género, cuando afirma que. “Además, debe ofrecerse atención 
especializada y albergues para víctimas de violencia. Sobre todo, desarrollar una política no 
discriminatoria para la investigación y sanción de la violencia, dirigida a lesbianas, travestis, 
transexuales y personas trans, que impida la continuidad e impunidad de los crímenes de odio y 
asesinatos que afectan a estos colectivos”. 
 
Respecto a las leyes que se han promulgado tipificando el feminicidio Nuñez expone que: 
“Creemos que es una respuesta rápida, fácil y barata que no evita las muertes. Y en América 
Latina está demostrado que el sistema penal y el penitenciario son de extrema pobreza. ¿Cuanto 
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invierte el estado en ellos? Hemos visto que incluso son los propios estados quienes impulsan 
estas leyes. Creemos que tiene que ver con sacarse de encima fácilmente el tema de la violencia. 
Y en los países en los que ha sido tipificado no hemos visto que hayan disminuido las muertes, es 
decir que no operó la sanción ejemplificadora. Creemos que esto tiene que ver con que la apuesta 
central debe ser en términos de prevención”cxxvi. 
 
Sigue manifestando Elba Nuñez que: “A nivel social se reconoce que es un problema grave. Los 
medios de comunicación en algunos aún lo consideran como ¨crimen pasional¨. El fenómeno aún 
no sido investigado suficientemente y no se cuenta con estadísticas a nivel país sobre el 
fenómeno. Recientemente, en el caso Trote ha existido una sentencia paradigmática que sanciona 
al feminicida confeso con la pena máxima  e incluye medidas de seguridad”.  
 
Nuñez continua exponiendo que, “A nivel privado organizaciones como la Fundación Kuña Aty,  
CLADEM Paraguay han realizado investigaciones sobre el Feminicidio.   En el  informe de 
derechos humanos de lacxxvii CODEHUPY anualmente incluye  un seguimiento al tema. El tema ha 
sido incluido en el monitoreo al Estado en el cumplimiento del PIDCP, CEDAW y otros. 
Específicamente por ejemplo en la articulación de seguimiento de la CEDAW realizada por 
CLADEM Paraguay, CMP, CDE, CODEHUPY,  se ha ha incluido estas dos formas de violencias. 
También se ha incluido en el Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades (PNIO) 2012-2018”.  
Maria Molinas, coordinadora de GIZ, afirma que  la violencia hacia las mujeres, entre ellas el 
feminicidio, debe ser considerado como una “epidemia social”. Las políticas, planes y programas 
que se proponen abordar la lucha de la violencia deben necesariamente contar con presupuesto 
propio en las instancias responsables para su abordaje.  
 

 4.2.3 Legislación sobre violencia sexual 
 
Paraguay no cuenta con una legislación especial sobre violencia sexual  
 

 4.2.4 Tratamiento a la trata de personas 
 
Paraguay es considerado un país de origen de situaciones de trata en el cono sur, especialmente 
hacia países como Argentina, Chile y en Europa a Españacxxviii.  
 
Con respecto al inciso c) Adoptar todas las medidas necesarias y efectivas para prevenir, 
sancionar y erradicar todas las formas de trata y tráfico de mujeres, jóvenes y niñas, para la 
explotación sexual y cualquier otro fin, cabe destacar que las primeras iniciativas para abordar 
fueron de ONG como Luna Nueva que realizó el primer Diagnóstico sobre la trata y tráfico en 
Paraguay. A nivel gubernamental se conformó una Mesa Interinstitucional para la lucha contra la 
trata, integrando a instancias públicas de los tres poderes del Estado, así como también a 
organizaciones de la sociedad civil. Además de avanzar en un manual para la atención de los 
casos de trata, han desarrollado varias campañas de sensibilización. La iniciativa depende casi 
exclusivamente de la cooperación internacional.  
 
Para el abordaje de la trata de personas, se han dado avances, entre los que se pueden citar: 
 

 Creación de la Dirección General de Prevención y Atención a victimas de trata de personas en 
el Ministerio de la Mujer,  

 Dirección de Asuntos Internacionales de la Dirección General  de Migraciones y   en la Policía 
Nacional (que se ocupa de casos específicos de trata) 

  Departamento Antitrata de Personas y Delitos Conexos de la Policía Nacional 
 
En el 2007 fue habilitado por el Ministerio de la Mujer el único Albergue transitorio para mujeres en 
situación de trata. Si bien el Ministerio de la Mujer informa que cuenta con un equipo técnico 
multidisciplinario, y explicita que han avanzado en el paradigma de “victima” al de “personas con 
derechos vulnerados”, organizaciones de la sociedad han denunciado en repetidas ocasiones que 
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el personal no cuenta con la formación suficiente, y manifiestan la necesidad de que el personal 
tenga formación en el enfoque de derechos humanos, y de género. La ONG Luna Nueva, ha sido 
una de las que denunciado que no puede albergar en el mismo lugar a mujeres adultas, niñas y 
adolescentes supervivientes de la explotación sexual; ya son problemáticas distintas, y que si 
fuese así se necesita un equipo con una sólida formación. 
 
El avance más relevante con relación a la trata y el tráfico es la Ley 4788/12, Ley integral contra la 
trata de personas, que constituye un paso relevante para combatir las diversas formas de tráfico y 
trata de personas, logrando con esta legislación estar en consonancia con los marcos jurídicos de 
la región y el Protocolo de Palermo. En dicha ley está tipificada la trata tanto en el territorio 
nacional como internacional, plantea no solamente medidas punitivas, sino propuestas de 
prevención, atención y reparación a las mujeres victimizadas por trata o tráfico.  
 
Además en enero de 2012 por Decreto Nro. 8309 fue aprobada la “Política Nacional para la 
Prevención y Combate a la Trata de Personas”, -y se autoriza a la elaboración de un plan nacional 
de combate a la trata de personas e implementar los principios directrices y acciones de 
prevención, persecución y atención a víctimas de trata de conformidad con la política nacional 
aprobada Esta Política está orientada a la adopción de medidas que permitan prevenir el crimen, 
brindar protección y asistencia para garantizar el respeto a los derechos humanos de todas las 
víctimas o posibles víctimas de la trata de personas, tanto en territorio nacional, como en el 
exterior, fortalecer las acciones de persecución a organizaciones criminales, la investigación, 
judicialización y sanción del crimencxxix.  
 
Respecto al avance en el marco jurídico Teresa Martínez, Agente  Fiscal Coordinadora de la 
Unidad Especializada en la lucha contra la trata de personas del Ministerio  Público manifestó 
quecxxx, (...) “ se necesita un plan para hacer efectiva la Ley , sino todo queda en el papel ya que 
se entra a intervenir cuando ocurrió el hecho”. Siguió exponiendo, “que la importancia de una ley 
integral es que debe trabajar en la prevención, no solo en la persecución penal”.  
 
La la Comisaria Marina Franco del Departamento Antitrata de personas y Delitos Conexos de la 
Policía Nacional (PN), manifestó que realizan capacitaciones al personal para que tenga la 
formación y capacidad para intervenir en las situaciones de trata desde la PN. Es conveniente 
reiterar que en diversas ocasiones el personal cambia de jurisdicción, lo que hace necesario que 
el nuevo personal que ingresa deba ser capacitado. Cuentan con tres oficinas regionales, en Alto 
Paraná, Caaguazu y Encarnación, consideradas zonas de origen y traslado de personas con fines 
de trata y explotación sexual. 
 
Durante el citado conversatorio la Comisaria Franco informó que la Policía Nacional, lanzó en el 
mes de septiembre, la “Campaña Corazón Azul” para sensibilizar contra la trata de personas, y 
que tiene por lema  “Denuncia la trata de Personas, no te vuelvas cómplice”.  
 
Sin lugar a dudas la Ley 4788/12, que tiene carácter integral es el hecho Más relevante, pero para 
serlo debe contar con recursos que estén incorporados en el Presupuesto General de Gastos de 
las instancias responsables, además debe aprobarse el Plan que permita su efectiva 
implementación, y sobre todo que se generen mecanismos, acciones preventivas que eviten la 
trata de niñas, mujeres y adolescentes con fines sexuales u otro fin. 
 

 4.3  Acceso a la justicia y a la asistencia jurídica a mujeres en situación   
  de violencias 

 
En los últimos cinco años, se han dado avances desde el Ministerio de la Mujer, con medidas que 
han fortalecido la Dirección de Prevención y Atención de Víctimas de Violencia (basada en 
género) Servicio de Atención a la Mujer (SEDAMUR), que brinda orientación y asesoramiento de 
psicólogas y abogadas en forma gratuita para casos de violencia doméstica en el Ministerio de la 
Mujer, en horario de de 07:00 a 18:00 hs.  
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El Ministerio de la Mujer, manifiesta en el Informe presentado en la  Cuadragésima Séptima 
Reunión de la Mesa Directiva de la Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el 
Caribe, “La Fiscalia General del Estado editó el Instructivo General Nº 9 sobre Procedimientos a 
seguir en la investigación de los hechos punibles de Violencia Familiar y Violencia de Género. El 
presente instructivo tiene por objetivo establecer directrices a los agentes fiscales de todo el país, 
con respecto al procedimiento a seguir en la investigación de los hechos punibles de Violencia 
Familiar y Violencia Doméstica, de manera que se asegure el resultado de una investigación penal 
efectiva y eficiente”. En el citado informe además se añade que se propone “acordar mecanismos 
para atención diferenciada de mujeres indígenas en los casos de denuncia de violencia. En este 
contexto se está iniciando acciones, como la firma de un convenio entre el Ministerio Publico y la 
Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República, donde se podrá insertar una cláusula 
sobre atención diferenciada a mujeres indígenas. Sin embargo, al menos 50 mujeres de cuatro 
asociaciones pai tavytera, reunidas en diciembre de 2012 en la Ciudad de Pedro Juan Caballero 
manifestaron reiteradamente que sus denuncias sobre situaciones de violencia no son atendidas y 
demandaron al estado el cumplimiento de sus derechos y pronta atención a las numerosas 
situaciones denunciadas cxxxi. Lideresas y líderes de dichas asociaciones denunciaron la inacción 
de la Policía y el Ministerio Público, además de afirmar su desconocimiento sobre servicios de 
atención para mujeres en situaciones de violencia. 
 

 4.3.1 Capacitación y sensibilización a operadores de justicia 
 
Cabe resaltar que si bien el Ministerio de la Mujer manifiesta la realización de acciones de 
capacitación para sensibilizar al funcionariado que presta atención a mujeres victimizadas por 
diversas formas de violencia y trata, las mismas son insuficientes, ya que carecen de un proceso 
sostenido y permanente que permita cambios de actitudes que se reflejen en al atención cotidiana 
que brindan en las diversas instancias de atencióncxxxii.  
 
Al respecto Nuñez afirma que, “A través de SEDAMUR del Ministerio de la Mujer, se brinda 
asistencia jurídica y psicológica a las mujeres víctimas de violencia. Organizaciones privadas 
como la Fundación Kuña Aty y el CIPSEP también prestan asesoría en estos casos. Las víctimas 
pueden acudir a los juzgados de toda la república, aunque enfrentan numerosos obstáculos. Se 
inició aunque sin continuidad, la implementación de un sistema de monitoreo de la aplicación de 
los instrumentos internacionales y la Ley nacional en materia de violencia en las sentencias. Los 
resultados preliminares demostraban escasa aplicación de los estándares de derechos humanos 
en la materia”.  
 
Con relación a las estrategias implementadas con la perspectiva de género al personal jurídico, la 
coordinadora regional de CLADEM afirma que varias acciones en el ámbito de la justicia son 
realizados por organizaciones de la sociedad civil, “ (…) desde redes como CLADEM Paraguay se 
ha promovido la capacitación de operadores/as de justicia en el marco de un Convenio con la 
Corte Suprema de Justicia, el Ministerio Público y el Ministerio de la Defensa Pública, y se llegó a 
más de 2000 operadores/as de justicia de todas las circunscripciones judiciales del país”. 
 
El sistema judicial paraguayo, está caracterizado como injusto y de difícil acceso para los sectores 
empobrecidos, tampoco escapa a esta caracterización su carácter patriarcal y permeado por 
practicas machistas, que incide directamente en los casos de violencia hacia las mujeres. Sin 
duda, constituye un desafío importante avanzar en la formación y actualización permanente de las 
y los operadores de justicia. 
  
 



40 

5.  Acceso de las mujeres a las nuevas tecnologías y promoción de medios  de 
 comunicación igualitarios, democráticos y no discriminatorios  

 
En relación al fomento del uso y acceso a las TIC por parte de las mujeres independientemente de 
la edad y de su lugar de residencia, no se verifican líneas de acción específicas en el marco de 
políticas públicas.  Las acciones desarrolladas vinculadas a TIC y género se relacionan más bien 
con las TIC puestas al servicio de los sistemas de información de las instituciones públicas para la 
mejor gestión de programas y proyectos vinculados a la equidad, igualdad, no violencia, entre 
otros. 
 

 5.1  Acceso a las Tecnologías de la Comunicación y de la Información   
  (TIC) 
 

En este marco, la acción más resaltante es el Proyecto del Sistema de Registro Unificado de 
Servicios Prestados a víctimas de Violencia basada en Género (RUVIG), cuyo proceso de 
elaboración inició en 2010, y que “apunta al fortalecimiento de las políticas públicas de género 
para la atención, protección y restitución de víctimas de violencia basada en género, con énfasis 
en trata de mujeres y niñas. La Mesa de trabajo se halla integrada por las siguientes instituciones: 
 

 Secretaría de Tecnologías de la Información y Comunicación 

 Secretaría de la Mujer 

 Ministerio Público 

 Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social 

 Policía Nacional y la Corte Suprema de Justicia 
 

Además integra la Consultora Barán y Asociados, encargada del desarrollo del sistema. Con este 
sistema se pretende que las instituciones puedan estar conectadas, accedan y compartan 
información unificada de los casos de denuncias de violencia. Entre los beneficios de la 
implementación del sistema RUVIG podemos destacar: 

 Integración de datos entre instituciones 

 Seguimiento de casos de violencia y trata de personas 

 Atención integral y eficaz a las víctimas 

 Generación de información estadística de casos”cxxxiii 
 
También en la línea de las TIC para el fortalecimiento institucional de organismos vinculados 
directamente a promover la igualdad de género, se inscribe el Plan Director TICS del Ministerio de 
la Mujer de Paraguay que, según las autoridades de dicha cartera de Estado, “permite desarrollar 
estrategias, apuntando a que las tecnologías de la información y comunicación se conviertan en 
un eje estratégico para alcanzar los fines institucionales. (…)     Este Plan Director no solo 
representa el uso de las TICs, sino por sobre todo un salto cualitativo en término de políticas 
públicas de género en la estructura del estado, en dirección al gobierno electrónico”cxxxiv. 
 
Iniciativas puntuales más directamente vinculadas a accesibilidad de las mujeres a las tecnologías 
de información y comunicación han sido desarrolladas desde organizaciones civiles, como la 
Asociación Trinidad Radio Viva, a través de actividades concretas (como “el Intercambio 
tecnológico feminista (ITF). El trabajo en módulos prácticos de operación y contenidos radiales, 
video para el activismo y uso colaborativo de sitios web y redes sociales permitió que las mujeres 
conocieran herramientas que resultaban nuevas para la mayoría y comenzaran a utilizarlas para 
fortalecer sus mensajes. El taller tuvo como objetivo también discutir la elaboración de los 
mensajes que se transmiten por la radio, incluyendo la perspectiva de género y el lenguaje 
inclusivo”cxxxv) o emprendimientos de más largo plazo, no orientados específicamente a promover 
el acceso de mujeres a TIC pero sí con perspectiva de género, como los Telecentros Comunitarios 
(“La Asociación Trinidad / Radio Viva lleva adelante la iniciativa de los Telecentros Comunitarios 
desde el año 2005 en diferentes puntos de Asunción y área metropolitana, además cuenta con un 
Telecentro Móvil, facilitando a más de 20.000 jóvenes estudiantes la posibilidad de acceder a las 
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nuevas tecnologías”cxxxvi 
 
Desde el 2009 el Gobierno impulsó políticas vinculadas con el acortamiento de la brecha digital y 
la accesibilidad para la población en general, pero no para las mujeres en particular y no siempre 
con perspectiva de género.  Entre estas iniciativas se cuentan: el Plan Director de TIC (del 
Gobierno Nacional), el programa “Una computadora por niño y por docente” (para el sistema 
educativo), internet en las plazas (con gobiernos locales). 
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6.   Salud integral y los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres  
 
 
Con relación a los derechos sexuales y reproductivos, desde el año 2007 hasta la fecha, el 
Proyecto de salud Sexual, Reproductiva y Materno Perinatal se encuentra en estudio en varias 
comisiones del parlamento paraguayo. El conservadurismo de diversos grupos, fundamentalistas y  
religiosos que realizan intervenciones públicas, acciones y lobby en contra de la aprobación de 
esta ley desde concepciones religiosas que colisionan con el enfoque de derechos humanos, 
especialmente de las mujeres impiden que el estado legisle y garantice los derechos sexuales y 
derechos reproductivos  de todas las personas. La ausencia de esta ley, fue un factor relevante, 
para que varios programas y planes diseñados e implementados durante el período del gobierno 
Lugo fuesen interrumpidos y paralizados durante el gobierno de facto de Federico Franco. 
 
El Ministerio de Salud, fue una de las instancias que sufrió con mayor rigor las consecuencias del 
golpe parlamentario, ya que programas, proyectos y planes que se encontraban en ejecución 
fueron dejados de lado, entre ellas el proceso inicial de atención con calidad y calidez a personas 
con orientaciones distintas a la heterosexual. 
 

 6.1   Acceso universal e integral de las mujeres a los derechos sexuales y  
  reproductivos 

 
Es destacable que entre el 2008 y 2012cxxxvii, el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social 
(MSPyBS) ha realizado un importante esfuerzo en la formulación e implementación de  leyes y 
políticas públicas. Sin embargo con relación a su efectividad y cobertura, organizaciones de 
mujeres, especialmente del área rural, siguen manifestando que las políticas no son universales y 
muchas mujeres quedan excluidas, especialmente las de sectores empobrecidos tales como el de 
mujeres indígenas y campesinas. 
 
Entre las leyes y políticas implementadas en los últimos años se pueden citar: 
 

 Ley 4.313/2011 “De aseguramiento presupuestario de los programas de salud reproductiva 
y de aprovisionamiento del kit de partos del ministerio de salud pública y Bienestar Social”. 

 Ley 4084/2010, “De Protección A Las Estudiantes En Estado De Gravidez Y Maternidad”  

 Ley 3940 de VIH/SIDA 

 Plan Nacional de Salud Sexual y Reproductiva 2009-2013. MSPBS 

 Programa Nacional para la prevención y atención integral de mujeres, niñas, niños y 
adolescentes en situación de violencia basada en género, doméstica e intrafamiliar 2010 – 
2015. MSPBS, para la cuestión de violencia sexual.  

 Resolución 146/2012, de normas de atención humanizada pos aborto.  
  

 6.2   Educación Sexual Integral y planificación familiar 
 

Con relación a la implementación  de  educación  sexual en las instituciones educativas – tanto 
públicas como privadas-  el Ministerio de Educación y Culturacxxxviii intentó incorporar en las 
instituciones educativas, después de un largo proceso de construcción conjunta con 
organizaciones de la sociedad civil, cooperación internacional e instancias del estado la propuesta 
denominada Marco Rector Pedagógico para la Educación Integral de la Sexualidad. El Marco 
Rector para se constituía en un marco general dentro del cual debería regirse la educación sobre 
sexualidad, tanto dentro como fuera de la escuela. presentaba conceptos sobre la sexualidad, 
diversidad, igualdad de género, solidaridad y otros valores universales. Igualmente incorporaba 
todos los acuerdos que Paraguay ha ratificado en materia de derechos humanos, y sobre los 
cuales debe sustentarse la educación sexual de niños, niñas y adolescentes, tanto en instituciones 
públicas como privadas. 
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La presentación del documento generó  reacciones de grupos fundamentalistas y pro vida, que 
iniciaron un fuerte lobby ante instancias estatales, consiguiendo finalmente, a pesar del esfuerzo 
de las OSC que el  Ministro Riart en el año 2011 dejara sin efecto el proceso de socialización del 
Marco Rector Pedagógico para la Educación Integral de la Sexualidad, a través de la  Resolución 
Nº. 35.635 del Ministerio de Educación y Cultura. Esta decisión constituyó un retroceso en cuanto 
a la implementación de acciones educativas que pudiesen  educar y prevenir sobre ITS, abuso 
sexual, VIH/SIDA, a través de su implementación.  
 
Varias organizaciones de DDHH, feministas, de mujeres rechazaron la medida. Tal como 
señalaran el Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer 
(Cladem Paraguay) y la Articulación por el Cumplimiento de los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de las Mujeres (ACDM), “la decisión política tomada por el Ministro de Educación y 
Cultura, que atenta y pone en peligro la vigencia de los derechos humanos, en especial de los/as 
niños/as, adolescentes y jóvenes, quienes a través de esta decisión arbitraria pierden la 
oportunidad de recibir en escuelas y colegios, una educación sexual integral científica, en el marco 
de los derechos humanos, que les permita empoderarse como ciudadanos y ciudadanas para una 
vida plena y satisfactoria, construyendo relaciones igualitarias y evitar así situaciones de 
vulnerabilidad como la violencia, el abuso, la explotación, el embarazo no planificado”cxxxix. 
 
Ante diversas denuncias presentadas por organizaciones de la sociedad civil ante la Comisión de 
Derechos Humanos de la ONU,  vinculadas a violaciones de derechos humanos después del 
golpe que destituyó a Lugo; la citada Comisión se posicionó ante diversos temas entre los cuáles 
se refirieron a la necesidad de que “el Estado debe multiplicar y asegurar la aplicación de 
programas de educación y sensibilización a nivel formal (escuelas y colegios públicos y privados) 
e informal (medios de comunicación y otros) sobre la importancia del uso de anticonceptivos y los 
derechos a la salud sexual y reproductiva"cxl.  
 
Resulta urgente la implementación de políticas de educación sexual y de atención dirigidas a 
adolescentes mujeres, ya que Paraguay cuenta con una de las tasas más elevadas de embarazo 
adolescente no deseado en la región, y que se encuentra en torno al 20% según datos del 
UNFPA, que sin embargo no cuentan con registros del estado paraguayo. Solamente en el 
Hospital Materno  Infantil de Trinidad se reportó que durante el año 2012  un total de 40 
adolescentes -con menos de 15 años-  dieron a luz en dicho centro asistencialcxli.  Una de las 
causas citadas para el elevado índice de embarazos en adolescentes, es la ausencia de una 
educación sexual integral. 
 
En las instituciones públicas educativas no se implementan propuestas de educación integral de la 
sexualidad, sí se desarrollan algunos contenidos  como el cuerpo femenino y masculino, las ITS y 
el VIH/SIDA. No se cuentan con estudios o investigaciones que que de cuenta de  información 
sobre la implementación en las instituciones privadas de una educación para la sexualidad desde 
un enfoque integral.  
 
Con relación a la existencia de  programa de Planificación familiar y/o provisión gratuita de 
métodos anticonceptivos, Paraguay ha aceptado y aprobado el uso  el uso de la anti concepción 
de emergencia, para evitar los embarazos no planificados, que deberían  ser obtenidos en los 
hospitales Regionales y Centros de Salud, y cuyo acceso debería ser gratuito.  
 
Para garantizar el acceso, el MSPyBS tiene un programa que establece gratuidad en la provisión 
de métodos anticonceptivos, decisión afirmada en un Plan presentado públicamente en diciembre 
del 2010cxlii, donde se establece que los insumos anticonceptivos tendrían disponibilidad  
asegurada desde el 2011  hasta el 2015. Los diferentes servicios de salud  deberían facilitar la 
entrega de métodos para el control de la natalidad, como anticonceptivos orales-inyectables-DIU-
preservativos etc. Sin embargo, en el día a día las mujeres o personas que acuden a los servicios 
se encuentran con obstáculos tales como el vencimiento de los insumos, la limitada disponibilidad 
o la negativa del personal médico o de otro grado en orientar, facilitar y  entregar los métodos 
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anticonceptivoscxliii. El Plan además se erigía como una política esencial que coadyuvara a la 
disminución de la morbi mortalidad materna e infantil en Paraguay. 
  

 6.3   Mortalidad materna y casos de VIH/sida 
 

Con relación a la mortalidad materna Paraguay es uno de los países en la Región que mantiene 
una elevada tasa de mortalidad materna, que se fue reduciendo en los últimos cinco años. Las 
principales causas de muerte materna son: aborto, hemorragia y toxemia de muerte de mujeres es 
el aborto realizado en forma clandestina y en condiciones insalubres.  
 
La primera causa oficial de estas muertes prevenibles es el aborto, realizado en condiciones de 
clandestinidad y alto riesgo principalmente por mujeres en situación de pobreza, muchas de ellas 
adolescentes, sin acceso a educación sexual. 
 
Según datos del MSPyBS citados en el Informe Sombra  CEDAW, “el 20% más pobre, acumula el 
26,8% de la tasa de mortalidad materna,  en tanto que para el 20% de la población con mejor  
posición socioeconómica representa apenás la mitad, el 14,5%”cxliv. 
 
Los dos departamentos donde ocurren el mayor indice de muertes maternas son Central y Alto 
Paraná. Solamente en el año 2013,  a septiembre 14 mujeres fallecieron en el departamento de 
Alto Paraná, cifra que supera la del año 2012 donde se registraron 10 fallecimientos en todo el 
año. La jefa del departamento de Salud Sexual y Reproductiva de la X Región Sanitaria, Zulma 
Maidana expresó que entre las causas de fallecimiento se encuentran el aborto, las 
complicaciones de parto domiciliario, y ante esto expresó la necesidad de “que los servicios de 
salud del interior necesitan un sistema de traslado adecuado, como también se debe contar con 
un hospital de complejidad y abastecimiento de sangre segura, como también personal capacitado 
para realizar una asistencia de emergencia”cxlv. 
  
En el 2010, la cifra provisoria proveída por el  Sub-Sistema de Información de las Estadísticas 
Vitales (SSIEV). Departamento de Bioestadística. MSPyBS indicaba que la tasa de mortalidad era 
de 102 por cada 100.000 nacido vivos; en el 2013 esta cifra descendió a 82 por cada 100.000cxlvi. 
El entonces Ministro de Salud, Dr. Antonio Arbo expresó textualmente: “lo ideal es llegar a una 
mortalidad materna de solo 40 por cada 100.000 nacidos vivos, o menos”cxlvii. Si analizamos desde 
de enfoque de derechos humanos, no existe una porcentaje ideal, ya que el estado debe 
garantizar que no haya mortalidad materna en Paraguay, generando las condiciones necesarias 
en materia de políticas públicas. 
 
A pesar de que Comité CEDAW ha expresado reiteradamente recomendaciones,  el estado 
paraguayo que debe responder con un informe intermedio relacionada a la Observación N° 33, en 
noviembre de 2013 ante CEDAW, a la fecha no ha implementado ninguna medida relacionadas a 
las recomendaciones emanadas en el 2011. 
 
Sobre la situación del VIH/SIDA, según los últimos datos del Programa Nacional de Control de 
SIDA/ITS (PRONASIDA), se registró un aumento en el orden del 7% en los casos de SIDA en 
personas menores de 20 años de edad. Los datos divulgados en el Informe epidemiológico que 
comprende enero a julio de 2013, refieren casos 538 nuevos casos de VIH, de los cuales el 
38,57% son clasificados como SIDAcxlviii.  Resulta alarmante el aumento entre la población joven, 
ya que 4 de cada 10 jóvenes  tiene VIH. 
 
El departamento Central sigue siendo la localidad con mayor proporción de infectados con el virus 
del Sida, seguido de Asunción, Alto Paraná y Cordillera, según el informe difundido por el 
MSPyBS. En el informe se expone que: “En el 2012 fueron diagnosticados 1284 pacientes, 
mientras que en el transcurso del 2013 (de enero a junio) se han diagnosticado unos 530 
infectados”cxlix. 
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El  PRONASIDA, organismo del sector público dependiente de la Dirección General de Vigilancia 
de la Salud, del Ministerio de Salud, es la instancia gubernamental que garantiza el acceso 
gratuito para todos los usuarios que desean conocer su estado serológico, y tratamiento 
antirretroviral a todas las personas que con el VIH/SIDA (PVVS), de acuerdo a las Normas 
Nacionales de tratamiento antirretroviral en adultos y adolescentes (Ultima revisión, 2009-2010). 
 
Según los últimos estudios de seroprevalencia de VIH en Paraguay, la infección en la población de 
mayor vulnerabilidad está por encima de 5% (TSM -Trabajador sexual masculino- 10,7%, UDIS –
usuarios de drogas inyectables- 9%, HSH – hombre que tiene sexo con otro hombre – 8,7%, MTS 
–mujeres trabajadoras sexuales- 1,78%). En el año 2011 PRONASIDA presentó un documento  
donde se establecían las normas de atención dirigidas a la población clave, que en esencia no es 
diferente a la ofrecida a la población general y las PVVS. 
 
Con relación a la atención que brinda el estado sobre VIH/SIDA,  Mirta Ruizcl, activista de 
derechos humanos y referente de ENLACE informa que, “El servicio está descentralizado en seis 
regiones sanitarias; Asunción, Central, Pedro Juan Caballero, Ciudad del Este, Encarnación y 
Coronel Oviedo. El de Asunción es el que cuenta con todos los servicios desde testeo, tratamiento 
integral de medicamentos y estudios laboratoriales. Los demás cuentan con testeo, estudios, 
medicamentos antirretrovirales y para Infecciones oportunistas, pero faltan algunos estudios 
especializados o atención especializada en varios de ellas, ya que hasta el momento solo el 
Instituto de medicina Tropical brinda cobertura en todo”. 
 
Al ser el de Asunción el único que cuenta con todos los servicios,  constituye un obstáculo en 
cuanto a la cobertura, que permita la disponibilidad sobre todo a las personas que viven en zonas 
alejadas. Al respecto Ruiz especifica que, “La centralización de los estudios especializados 
constituye un obstáculo para el acceso de las personas por la distancia, el costo de traslado, la 
falta de promoción y difusión de los servicios”. 
 
Al ser consultada sobre el golpe parlamentario y sus consecuencias en cuanto a políticas de 
VIH/SIDA, Mirta Ruiz refiere que en el ámbito político, “El impacto del cambio de gobierno para el 
tema especifico del VIH/sida ayudó porque se hicieron cambios de autoridades del MSPYBS, 
quienes estaban implementando un proceso de descentralización no basado en la Ley N° 3040/09 
de VIH/sida violando los derechos ya garantizados en dicha ley, y al cambiar evidentemente se 
siguió con los procesos ya iniciados con la sociedad civil y las personas con VIH”. 
 
En cuanto al tema género  Ruiz responde que, “está transversalizado pero no existe atención 
especifica para las mujeres con VIH,  por lo que el estigma, la discriminación, los derechos 
sexuales y derechos reproductivos siguen siendo  puntos claves que deben ser abordados y 
trabajados por las instituciones del estado”. 
  

 6.4  Interrupción voluntaria del embarazo  
 
El aborto en Paraguay está penalizado, con excepción de los casos donde existe riesgo de vida 
para la mujer; el nuevo código penal vigente desde julio de 2009, solo admite el aborto cuando 
“según los conocimientos y las experiencias del arte médico, fuera necesario para proteger de un 
peligro serio la vida d ella madre” cli.  
 
No se puede analizar el aborto, sin tener en cuenta su vinculación con la mortalidad materna, ya 
que el aborto, realizado en condiciones de riesgos, sobre todo ara mujeres empobrecidas es la 
primera causa de muerte materna en Paraguay. Aun con el subregistro, oficialmente se da cuenta 
de 239 muertes de mujeres (una mujer cada 11 días) por aborto entre el 2001 y el 2007; la OS 
informó en el 2009, que Paraguay tiene una de las tasas Más elevadas en la región, 125,4 
muertes de mujeres por cada 100 mil nacidos vivos. 
 
Al respecto Mirta Moragas manifiesta que; “la redacción del artículo es tan complejo que 
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prácticamente no se utiliza”. Las medidas punitivas más elevadas para quienes colaboran con las 
mujeres que se someten a abortos, conlleva a que profesionales de la salud se nieguen a 
practicar abortos en condiciones más seguras y por otro lado a que las mujeres que deciden 
abortar lo realicen en condiciones con riesgosas.  
 
Con relación a las medidas punitivas hacia mujeres que se han sometido a abortos, en el año 
2008 el artículo 109 del Código penal fue modificado por la ley 3440/08, y si bien se mantuvo la 
penalización, se mejoró la redacción. La pena más baja, hasta dos años de pena privativa de 
libertad, es para la mujer que aborta y la más alta, para prestadores y prestadoras de salud; quien 
haya practicado el procedimiento puede ser condenado de 15 a 30 meses de prisión. Si el aborto 
se realiza  sin el consentimiento de la mujer, la pena puede ir de 2 a 5 años de prisión, que puede 
ir de 5 a 10 años en los casos en que la mujer no estuvo de acuerdo con la práctica. Si durante el 
procedimiento ocurre la muerte de la mujer ocurre como resultado del aborto, si hubiere 
consentimiento de la mujer, la pena puede ser entre 4 a 6 años y aumentar si el procedimiento fue 
realizado sin su consentimiento entre 5 a 10 años.  
 
Aún cuando los datos oficiales del MSPyBS tienen subregistros, se estima que en el país se 
realizan al menos 10.000 casos de aborto cada año. Entre las principales causas se considera la  
insuficiente educación sexual , que además tiene un enfoque médico y no sicosocial, además de  
la limitada cobertura médica estatal, sobre todo para comunidades campesinas e indígenas 
alejadas de la capital y de las ciudades que son cabeceras departamentales. 
 
Al respecto Mirta Moragas, feminista, activista de derechos humanos e integrante de la Campaña 

por la Convención de los derechos Sexuales y los derechos Reproductivos) expresó:(...) “hay que 
decir que las penas son bastante bajas con relación a otros países, además que, por ejemplo, 
para la mujer, el marco penal permite salidas alternativas a la privación de libertad, por lo que en 
muchos casos que he visto, han tenido salidas alternativas, pero que implicaron que reconocieran 
que abortaron”. 
 
El estado paraguayo ha recibido varias recomendaciones, entre ellas las del Comité CEDAWclii,  
respecto al aborto, donde se recomienda que se tome las medidas que permitan disminuir la tasa 
de mortalidad que está vinculada a la práctica de abortos en condiciones de riesgo, así como 
suprimir las medidas punitivas para las mujeres que hayan recurrido al aborto. La única medida 
ejecutada, pero que no menos importante, fue la resolución N° 146/2012 del MSPyBS, sobre 
normas de atención humanizada pos aborto, donde se establece cómo deben tratar el personal de 
salud a las mujeres que llegan una vez que se practicaron un aborto. Hace mucho énfasis en lo 
legal y lo actitudinal. Dicha medida fue duramente criticada por los grupos pro vida.  
 
Organizaciones de la sociedad civil impulsan en el marco de la campaña regional 28 de 
septiembre, una campaña por la despenalización del aborto en Paraguay. La campaña tiene 
como(...) “visión una sociedad democrática donde las mujeres deciden sobre sus cuerpos y 
proyectos de vida, donde estas decisiones son respetadas y donde los Estados generan las 
condiciones para garantizar el ejercicio de estos derechos”.  Afirman además que, “El aborto legal 
y seguro es un derecho reproductivo constitutivo de los derechos humanos que se ejerce en un 
contexto de laicidad del Estado, justicia social e igualdad de género. Esta iniciativa propone 
generar las condiciones para lograr el acceso a abortos seguros, legales y con calidad de atención 
en todos los países de América Latina y el Caribe. Es un espacio de articulación política del 
movimiento feminista que promueve el debate público y político, la ampliación de base y consenso 
social y cambios jurídicos que contribuyan a la transformación cultural y social”cliii. 
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Anexo. 
 
Cuadro de entrevistas y consultas realizadas 
 

Nombre Organización 

1. Line Bareiro Experta del Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW)  

2. Verónica Serafini Economista y feminista 

3. Elba Nuñez Coordinadora de CLADEM  Regional 

4. Magui Balbuena  Dirigenta de la  Coordinadora Nacional de Mujeres Rurales 
e Indígenas  (CONAMURI) 

5. Mirta Ruiz  Activista de derechos humanos y Coordinadora de Enlace 

6. Marie Betancourt,  Activista de Panambi, Asociación de travestís, transexuales 
y transgénero del Paraguay 

7. María Victoria Heickel Feminista, ex asesora del Ministerio de la Mujer 

8.   

9. Mirta  Moragas Abogada, activista feminista y de derechos humanos 
(Campaña por la Convención de los derechos Sexuales y 
los derechos Reproductivos) 

 

                                                 
i

   
Sector donde la pobreza y desigualdad tiene mayor concentración. En estas áreas vive el 56% de 

todos los pobres y el 67% de todos los pobres extremos del país. En: http://www.abc.com.py/edicion-
impresa/economia/segun-el-bid-paraguay-registra-el-menor-ritmo-de-reduccion-de-pobreza-583390.html . 
Consultado el 20/09/2013  
ii
  Ídem. Consultado el 20/09/2013 

iii
  Entre las iniciativas, que fueron históricamente reivindicadas por movimientos sociales se 

encontraban la implementación de la Atención Primaria de Salud (APS) que garantizaba gratuidad en el 
acceso a la salud, el aumento de las Transferencias Monetarias Condicionadas, la elaboración del Plan  
Nacional de Derechos Humanos,   en educación se gestaron e implementaron diversas iniciativas de 
educación permanente dirigidas a personas que se encuentran fuera del sistema formal o no alfabetizadas, 
y por última la decisión de impulsar desde el MEC el Marco Rector  Pedagógico para la Educación Integral 
de la Sexualidad, que generó la furibunda reacción de sectores fundamentalistas, pro vida en el ámbito 
nacional y consiguieron su paralización. Si bien durante el gobierno Lugo se dieron avances, no se logró 
avanzar en el tema más candente y constituye la implementación de una Reforma Agraria Integral. 
iv
  Con la toma de poder de Franco se inició una persecución política hacia personas que integraron el 

gobierno de Lugo con despidos masivos. Programas dirigidos a niñez en situación de calle, al sector 
campesino como el Programa de Producción de Alimentos, que tenía un componente importante de trabajar 
con mujeres campesinas fueron desarticulados. 
v
  Articulo 46 de la Constitución Nacional: “De la igualdad de las personas Todos los habitantes de la 

república son iguales en dignidad y derechos. No se admiten discriminaciones. El Estado removerá los 
obstáculos e impedirá los factores que las mantengan o las propicien. Las protecciones que se establezcan 
sobre desigualdades injustas no serán consideradas como factores discriminatorios sino igualitarios” 
vi

    Artículo 48 de la Constitución Nacional: De la igualdad de derechos del hombre y la mujer El 

hombre y la mujer    tienen iguales derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales. El Estado 
promoverá las condiciones y creará los mecanismos adecuados para que la igualdad sea real y efectiva, 
allanando los obstáculos que impidan o dificulten su ejercicio y facilitando la participación de la mujer en 
todos los ámbitos de la vida nacional 

http://www.abc.com.py/edicion-impresa/economia/segun-el-bid-paraguay-registra-el-menor-ritmo-de-reduccion-de-pobreza-583390.html
http://www.abc.com.py/edicion-impresa/economia/segun-el-bid-paraguay-registra-el-menor-ritmo-de-reduccion-de-pobreza-583390.html
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vii

  Articulo  60 de la Constitución Nacional: De la protección contra la violencia. El Estado promoverá 

políticas que tengan por objeto evitar la violencia en el ámbito familiar y otras causas destructoras de su 
solidaridad 

viii
  PIDCP: ratificado por Ley Nacional Nº 5 de 1992. PIDESC: aprobado por Ley Nº 4 de 1992. 

ix
  CEDAW: aprobada por Ley Nº 1215 de 1986 y ratificada el 6 de abril de 1987. El Protocolo 

Facultativo a través de la Ley Nº 1683 y ratificada el 14 de mayo de 2001. 
x
   CDN: firmada el 4 de abril de 1990 y ratificada por Ley 57 del 20 de septiembre de 1990. 

xi
  Firmado en 1953 y ratificada por Ley Nº 54 /90. 

xii
   Aprobado por Ley Nº 1 de 1989 y ratificado el 24 de agosto de 1989. 

xiii
  Convención de Belem do Pará: firmada el 17 de enero de 1995 y ratificada por Ley Nº 605 del 21 

de junio de 1995. 
xiv

   Entrevista a Line Bareiro 
xv

  Ídem 
xvi

  Servicio Nacional de Promoción Profesional, dependiente del Ministerio de Justicia y Trabajo 
xvii

  Sistema Nacional de Formación y Capacitación Nacional del Ministerio de Justicia y Trabajo 
xviii

  Alude al Plan de Reactivación Económica desarrollado por el Gobierno de Fernando Lugo, cuyo inicio de gestión 

coincidió con la crisis financiera internacional. El mencionado Plan  previó la ampliación de la cobertura de las transferencias 

monetarias condicionadas iniciadas en 2003, a 120.000 familias (alrededor del 40% de las familias en extrema pobreza) 
xix

  Entrevista a Verónica Serafini 
xx

  Montaño, Sonia. La igualdad de género, transferencias monetarias e igualdad. Presentación en el 

Taller Regional de Capacitación “Políticas orientadas a las familias para la reducción de la pobreza y la 
conciliación de la vida laboral y familiar en América Latina”. Santiago, Chile, junio 27 de 2013. En: 
dds.cepal.org. Consultado el 17/09/2013 
xxi

  Desde 2009 la cobertura del IPS para trabajadoras domésticas se ha extendido a nivel nacional, 
pero no cuentan con jubilación, además de otros aspectos discriminatorios como duración de jornada 
laboral, salario mínimo, entre otros. 
 
xxii

  En: http://www.nanduti.com.py/v1/noticias-mas.php?id=69693. Consultado el 15/09/2013 

 
xxiii

  En: http://www.lineacedaw.org.py/index.php/informes/informes-sombra-2011. Consultado el 21/09/2013 
 
xxiv

  Entrevista a Verónica Serafini 

 
xxv

 Datos obtenidos de: 

http://www.dgeec.gov.py/Publicaciones/Biblioteca/principales%20resultados%20eph%202010/2.EPH%2010
%20Total%20Pa%C3%ADs.pdf;http://www.dgeec.gov.py/Publicaciones/Biblioteca/EPH/PDF/2.Triptico%20E
PH%20total%20pais%202012.pdf. Consultado el 14/09/2013 
xxvi

 Ídem 
xxvii

  En: http://www.ilo.org/santiago/sala-de-prensa/WCMS_211587/lang--es/index.htm. Consultado el 

19/09/2013 
xxviii

  En: http://iguales-derechos.blogspot.com/2013/09/entra-en-vigor-el-tratado-mundial-sobre.html. 

Consultado el 22/09/2013 
xxix

  Entrevista a Magui Balbuena 
xxx

   En: http://www.mujer.gov.py/userfiles/file/Presentaci%C3%B3n%205%20a%C3%B1os%20web.pdf. 

Consultado el 21/09/2013 
xxxi

  Ministerio de La Mujer. Dejando huellas camino a la igualdad. Periodo 2008/2013. Mayo 2013. 

Asunción. Pág.: 22 - 24 
xxxii

  Entrevista a Magui Balbuena 
xxxiii

  Ídem 
xxxiv

 Lavigne, Milena.  Sistemas de protección social en América Latina y el Caribe: Paraguay. Cepal. 
Santiago de Chile, 2012. Pág.: 26. En: http://www.cepal.org/publicaciones/xml/3/48743/Sistemas-proteccion-
social-Paraguay.pdf. Consultado el 20/09/2013 
xxxv

 Ídem 
xxxvi

 Ídem 
xxxvii

 Entrevista a Verónica Serafini 
xxxviii

 Entrevista a María Victoria Heikel 
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xxxix
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xl
 Entrevista a Magui Balbuena 

xli
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xlii
 En: http://www.activamente.com.py/prensa/seminario-cuidados. Consultado el 14/09/2013 

xliii
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xliv
 Ídem 

xlv
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xlvii
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lxi

  Convención de Belem do Pará: firmada el 17 de enero de 1995 y ratificada por Ley Nº 605 del 21 

de junio de 1995. 
lxii

 En: http://www.dgeec.gov.py/newspaper/news55.html. Consultado el 13/09/2013 
lxiii

 Debilidades en la implementación de dicho Censo han llevado al gobierno que asumió en agosto de 
2013 a planificar un nuevo proceso censal. 
lxiv

 Entrevista a María Victoria Heikel 
lxv

 Ministerio de La Mujer. Dejando huellas camino a la igualdad. Periodo 2008/2013. Mayo 2013. 
Asunción. Pág.: 64 
lxvi

  Este instrumento no ha sido implemenado 
lxvii

 Entrevista a María Victoria Heikel 
lxviii

 Ministerio de La Mujer. Dejando huellas camino a la igualdad. Periodo 2008/2013. Mayo 2013. 
Asunción. Pág.: 64 - 65 
lxix

 Ídem 
lxx

 Consultar en https://admin-codehupy.rhcloud.com/ 
lxxi

 Ministerio de La Mujer. Dejando huellas camino a la igualdad. Periodo 2008/2013. Mayo 2013. 
Asunción. Pág.: 63 
lxxii

 Duré, Elizabeth y otras. “Mujeres Campesinas, actoras de la producción y de la soberanía 
alimentaria”. Ministerio de la Mujer Ateneo Cultural Lidia Guanes, Editorial Servilibro. Asunción, Febrero, 
2012. 
lxxiii

 Entrevista a María Victoria Heikel 
lxxiv

 Entrevista a Verónica Serafini  
lxxv

  En:  
http://photos.state.gov/libraries/paraguay/231771/PDFs/Traduccion%20del%20Informe%202012%20-
%20Libertad%20Religiosa%20en%20Paraguay%20.pdf. Consultado el 20/09/2013 
lxxvi  

“Artículo 24. De la libertad religiosa y la ideológica: Quedan reconocidas la libertad religiosa, la 

de culto y la ideológica, sin más limitaciones que las establecidas en esta Constitución y en la ley. Ninguna 
confesión tendrá carácter social. Las relaciones del Estado con la Iglesia Católica se basan en la 
independencia, cooperación y autonomía. Se garantizan la independencia y la autonomía de las iglesias y 

http://www.activamente.com.py/prensa/seminario-cuidados
http://www.cepal.org/publicaciones/xml/3/48743/Sistemas-proteccion-social-Paraguay.pdf
http://www.cepal.org/publicaciones/xml/3/48743/Sistemas-proteccion-social-Paraguay.pdf
http://www.sipi.siteal.org/politicas/370/programa-abrazo
http://www.savethechildren.es/det_notyprensa.php?id=524&seccion=Not
http://www.adndigital.com.py/dev/index.php?option=com_k2&view=item&id=15165:más-de-75-500-adultos-mayores-reciben-pensión-alimentaria-en-paraguay&Itemid=268
http://www.adndigital.com.py/dev/index.php?option=com_k2&view=item&id=15165:más-de-75-500-adultos-mayores-reciben-pensión-alimentaria-en-paraguay&Itemid=268
http://www.dgeec.gov.py/newspaper/news55.html
https://admin-codehupy.rhcloud.com/
http://photos.state.gov/libraries/paraguay/231771/PDFs/Traduccion%20del%20Informe%202012%20-%20Libertad%20Religiosa%20en%20Paraguay%20.pdf
http://photos.state.gov/libraries/paraguay/231771/PDFs/Traduccion%20del%20Informe%202012%20-%20Libertad%20Religiosa%20en%20Paraguay%20.pdf


50 

                                                                                                                                                                  
confesiones religiosas, sin más limitaciones que las impuestas en esta Constitución y las leyes. Nadie puede 
ser molestado, indagado u obligado a declarar por causa de sus creencias o de su ideología”. Constitución 
de la República del Paraguay, 1992. 
lxxvii

 Entrevista a Elba Núñez. 
lxxviii

 Ídem. 
lxxix

  Entrevista a Magui Balbuena. 
lxxx

 Entrevista a Verónica Serafini 
lxxxi

  Entrevista a Line Bareiro 
lxxxii

 Entrevista a Elba Núñez 
lxxxiii

 Entrevista a María Victoria Heikel 
lxxxiv

 Ídem 
lxxxv

 En: http://www.adepo.org.py/paraguay-carece-de-una-politica-publica-de-migraciones-segun-autor-
de-informe-sobre-paraguay-n25. Consultado el 18/09/2013  
lxxxvi

 Ídem 
lxxxvii

 En: http://www.abc.com.py/nacionales/la-oim-pide-a-paraguay-revisar-su-ley-y-politica-migratorias-
343290.html. Consultado el 16/09/2013 
lxxxviii

 Dirección General de Migraciones. 
lxxxix

 Comité Interinstitucional de Población. 
xc

 Soto, Clyde y otros. La migración femenina paraguaya en las cadenas globales de cuidados en 
Argentina. Transferencia de cuidados y desigualdades de género. ONU Mujeres, 2012. Pág.118. 
xci

 Secretaría Nacional para la Vivienda y el Hábitat. 
xcii

 En: http://www.senavitat.gov.py/mipaismicas.php. Consultado el 17/09/2013 
xciii

 Forma de ser  o cultura en guaraní 
xciv

 Entrevista a Magui Balbuena 
xcv

 En 1961, el paraguay estaba bajo el régimen dictatorial  de Alfredo Stroesner  
xcvi

 En: http://www.pj.gov.py/contenido/537-observatorio-de-genero/541 . Consultado el 22/09/2013 
xcvii

  Entrevista a Maguiorina Balbuena para este informe. 
xcviii

  Dejando huellas camino a la igualdad. 2013. Ministerio de la Mujer. Periodo 2008 – 2013. pp 8. 

Asunción.  
xcix

  En: http://www.mujer.gov.py/participacion-politica-i5 . Consultado el 17/09/2013.  
c
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7.878 llamadas y durante los meses de enero y febrero de 2013, 2.538 llamadas. Informe de gestión 2008 – 
2013 del Ministerio de la Mujer. 
cxiii
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  Demandas de mujeres indígenas.... ver datos  
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  El Ministerio de la Mujer informa que en el periodo de diciembre de 2011 a abril de 2012 han sido 
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cxliii
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  Informe Sombra CEDAW 2005- 2011, pp.70. En: 

http://www.lineacedaw.org.py/index.php/informes/informes-sombra-2011 . Consultado el 15/09/2013 
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Consultado el 21/09/2013 
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  Ídem  
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  En: http://www.pronasida.gov.py/images/documentos/situacion_epidemiologica2013.pdf . 
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Consultado el 18/09/2013 
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  Consulta realizada por vía electrónica para este informe. Respondido el 16/09/2013.  
cli

  En octubre de 2011, se generó un intenso debate en torno al caso de una mujer con embarazo 

ectópico, cuya pareja interpuso medidas en el ámbito judicial (que fue rechazada) para que le fuese 
realizado el aborto, ya que su vida se encontraba en riesgo. En el centro asistencial donde se encontraba, el 
equipo médico había decidido no realizar el aborto, aún cuando su vida corría peligro. El caso finalmente 
llegó a buen término cuando una junta médica del IPS resolvió  practicar el aborto terapéutico solicitado por 
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En: http://www.paraguay.com/nacionales/amparo-constitucional-para-practicar-aborto-terapeutico-fue-
rechazado-76758 . Consultado el 20/09/2013 
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